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Fwd: CONTESTACION DE DEMANDA - EFRAIN CEBALLOS VARGAS - 76001-33-33-014-
2018-00024-00

Marcela Mejia <abogado4@nunezyabogados.com>
Jue 11/03/2021 8:27 AM
Para:  Oficina 02 Apoyo Juzgados Administrativos - Seccional Cali <of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co>; Oficina Apoyo
Juzgados Administrativos - Seccional Cali <ofadmcali@cendoj.ramajudicial.gov.co>; Juzgado 14 Administrativo - Valle Del
Cauca - Cali <adm14cali@cendoj.ramajudicial.gov.co>

3 archivos adjuntos (9 MB)
Contestación_NyRD_EFRAIN CEBALLOS VARGAS _2018-024_Jz14Adm.pdf; Poder_Contestacion_EFRAIN-CEBALLOS_NyRD_2018-
00024.pdf; Anexos-pruebas Contestación.pdf;

---------- Forwarded message --------- 
De: Marcela Mejia <abogado4@nunezyabogados.com> 
Date: jue, 11 de mar. de 2021 a la(s) 08:13 
Subject: CONTESTACION DE DEMANDA - EFRAIN CEBALLOS VARGAS - 76001-33-33-014-2018-00024-
00 
To: <of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co> 

Señores
JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DE CALI
E. S. D.
 
DEMANDANTE:       COLPENSIONES
DEMANDADO:         EFRAIN CEBALLOS VARGAS  
PROCESO:              NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO
RADICACIÓN:         76001-33-33-014-2018-00024-00
  
 REFERENCIA:        CONTESTACIÓN DE DEMANDA.
 

FLOR ALBA NUÑEZ LLANOS, Abogada Titulada y en ejercicio, mayor de edad y vecina del Municipio
de Santiago de Cali, identificada como aparece al pie de mi correspondiente firma, actuando en
condición de Apoderada de la parte Demandada EFRAIN CEBALLOS VARGAS, dentro del proceso
de la referencia, de condiciones civiles ya conocidas en el mismo, encontrándome dentro del término
legal y teniendo en cuenta los Acuerdos Nos. CSJVAA21-16 del 25 de febrero de 2021 y CSJVAA21-19
del 5 de marzo de 2021 que interrumpieron los términos judiciales, me permito aportar la
CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA y SUS RESPECTIVOS ANEXOS, para fines pertinentes,
documentos que se encuentran adjuntos al presente correo.

  

Cordialmente,

FLOR ALBA NUÑEZ LLANOS

Abogada

mailto:abogado4@nunezyabogados.com
mailto:of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co
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Señores 
JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DE CALI  
E. S.  D. 

 
 

DEMANDANTE:  COLPENSIONES 
DEMANDADO:  EFRAIN CEBALLOS VARGAS 
PROCESO:  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
RADICACIÓN:  76001-33-33-014-2018-00024-00 

 
REFERENCIA:  CONTESTACIÓN DE DEMANDA 
 
FLOR ALBA NUÑEZ LLANOS, mayor de edad, vecina de Cali, identificada con la cédula de 
ciudadanía No. 40.775.124 de Florencia (Caquetá), portadora de la Tarjeta Profesional              
No. 173822 del C. S de la J, actuando en nombre y representación de la parte demandante 
en el proceso de la referencia, señor EFRAÍN CEBALLOS VARGAS, según Poder que en legal 
forma me ha sido conferido; encontrándome dentro del término legal, por medio del presente 
escrito respetuosamente me permito efectuar CONTESTACIÓN A LA DEMANDA del proceso de 
la referencia, de la siguiente manera: 

 
A LAS PRETENSIONES 

 
Me OPONGO a TODAS Y CADA UNA DE LAS PRETENSIONES de la demanda, por no encontrarlas 
ajustadas a derecho y en especial las que a continuación relaciono, con fundamento en lo 
siguiente y en las excepciones que más adelante propondré: 

 
Me opongo a la declaratoria de Nulidad de la Resolución No. 210248 del 22 de agosto de 
2013, solicitada por la parte demandante en el acápite No. 1 de las pretensiones; toda vez 
que no puede indicarse que el reconocimiento de la pensión de vejez de mi mandante está 
revestido de ilegalidad al habérsele conferido su prestación bajo los parámetros de una norma 
de la cual no le asiste el derecho.  Pues es sabido que, COLPENSIONES como Administradora 
del régimen de prima media y ante una solicitud para el reconocimiento de una pensión de 
vejez, realiza un estudio exhaustivo del análisis de la prestación y de las  cotizaciones                                
( por contar con toda la información de las semanas , vinculaciones y retiros de empleadores, 
custodia de la historia laboral)  y tanto de la documentación exigida como de la norma, y una 
Investigación administrativa previa para determinar si le asiste o no el derecho al solicitante 
para el reconocimiento de la prestación, y tal como ocurrió en el presente caso 
COLPENSIONES resolvió no una, sino 3 veces más, las solicitudes impetradas confirmando que 
mi  mandante es beneficiario del régimen de transición, y que es evidente que al momento 
de pensionarlo la administradora de pensiones no le incluyo todas las semanas cotizadas ni 
todos los empleadores para los cuales laboró mi mandante, como lo son: HACIENDA LA 
CHAMBA,  JESUS ASTORQUIA y DRAGADOS Y CONSTRUCCIONES SA, para los periodos 
comprendidos entre el  año 1980 al 1986, teniendo en cuenta que mi mandante nunca dejo 
de cotizar por periodos superiores a 6 meses, semanas de cotización que le permitirían reunir 
requisitos de semanas para sostener régimen de transición al mes de  abril de 1994, argumento 
que ampliaré más adelante en el presente escrito. Por lo que no puede endilgarse que sea el 
pensionado, en este caso mi mandante, quién determine bajo cuál norma adquiere el 
derecho, pues no recae sobre él dicha responsabilidad, y menos cuando se actúa de buena 
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fe al considerar cumplir con los requisitos establecidos en la normatividad para el disfrute de 
la prestación y la plena convicción para la misma.  
 
Respecto a la pretensión indicada en el acápite No. 2.3 de la demanda, donde solicita la 
devolución de la diferencia de las mesadas recibidas por mi mandante, ME OPONGO en el 
entendido que no puede haber lugar a recuperar las prestaciones que han sido pagadas, 
cuando estas fueron recibidas por mi mandante de BUENA FE a la luz de la norma y sin haber 
incurrido en acciones ilegales para hacer incidir en error a la entidad demandante. Maxime 
cuando solicitar la suspensión de la prestación y el hecho de restituir dineros configuraría una 
afectación grave, cierta e irreparable a la vida de mi mandante y una vulneración a sus 
derechos fundamentales al mínimo vital, a la integridad personal, a la salud y su derecho a la 
seguridad social, pues implica la suspensión de su mesada pensional, único ingreso con el que 
cuenta para su propio sustento.  Lo que además le impide no solo sufragar sus gastos sino 
también las cuotas de los créditos bancarios que figuran a su nombre.   Ello sin mencionar que 
además se trata de un sujeto de especial protección Constitucional en razón a su edad, pues 
se trata de un adulto mayor de 67 años de edad, en condiciones de salud delicadas que 
presenta tromboembolismo pulmonar crónico, y quién debería gozar de condiciones 
socioeconómicas suficientes para garantizar sus necesidades básicas fundamentales y el 
gozar de una vida digna.  
 
Además, debe tenerse en cuenta que, si se trata de derechos fundamentales de los 
particulares y garantías constitucionales establecidas, no puede entonces primar el principio 
de estabilidad financiera del sistema general de pensiones. Cuando la Corte ha manifestado 
en incontables ocasiones que el derecho a la pensión es un derecho fundamental autónomo 
con todas las garantías constitucionales que ello implica. Y al sobreponer tal principio por 
encima de los derechos y garantías constitucionales se incurre en una violación grave a los 
derechos fundamentales, económicos y sociales de los colombianos en cuanto a la 
materialización del derecho fundamental a la pensión.  
 
De acuerdo a ello, niego toda causa o derecho en que la parte demandante fundamente 
sus pretensiones y respetuosamente solicito, se sirva absolver a mi mandante de todas las 
peticiones incoadas.  
 

A LOS HECHOS Y OMISIONES DE LA DEMANDA 
 
AL HECHO 1.- Es cierto lo manifestado por la parte actora, mi mandante nació el 2 de agosto 
de 1953, tal como consta en el documento de identidad que reposa en el expediente. 
 
AL HECHO 2.- Es cierto, y lo adiciono en que el traslado del RAIS al RPM se efectuó el 10 de 
octubre de 2002 con efectividad al 1 de diciembre de 2002. 
 
AL HECHO 3.-  No es cierto. Mi mandante al 1 de abril de 1994, reuniría un total de 735,37 
semanas cotizadas, equivalentes a 14 años y 10 meses de servicios, pero sin adicionar  los 
tiempos cotizados con el empleador JESUS ASTORGUIA en el año 1981,   para lograr acumular 
así los 15 años de cotizaciones al 1 de abril de 1994. Teniendo en cuenta la corrección de 
historia laboral que se tramita actualmente en relación a los periodos que a continuación 
relaciono, documentación que se allegara al despacho cuando se tenga debidamente 
radicada ante la entidad administradora, los cuales figuran en avisos de entrada y en 
anotaciones encontradas en documentos del entonces INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES del 
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expediente administrativo de mi mandante, y las cartas laborales expedidas en la época de 
vinculación: 
 

HISTORIA LABORAL HASTA 1 ABRIL 1994 -  
EFRAIN CEBALLOS  

ENTIDAD DESDE HASTA DIAS SEMANAS OBSERVACIONES  
REYES DE A GLADYS 12/02/1975 9/02/1976 363 51,86 HISTORIA LABORAL DE COLPENSIONES 

HOYOS BLANCO y CIA S 17/05/1976 17/01/1977 246 35,14 HISTORIA LABORAL DE COLPENSIONES 

INGENIO BALSILLA 17/01/1977 27/12/1979 1075 153,57 HISTORIA LABORAL DE COLPENSIONES 

HACIENDA LA CHAMBA 24/04/1980 16/07/1980 84 12,00 PERIODO FALTANTE-CARTA LABORAL  

GANADERIA ARANJUEZ 6/04/1982 1/10/1982 179 25,57 HISTORIA LABORAL DE COLPENSIONES 

HACIENDA ATENAS 15/12/1982 26/02/1983 74 10,57 HISTORIA LABORAL DE COLPENSIONES 
DRAGADOS Y 

CONSTRUCCIONES S.A. 25/03/1983 1/11/1985 953 136,14 PERIODO FALTANTE-CARTA LABORAL 

TRAPICHE CAÑA DULCE 15/12/1986 9/02/1987 57 8,14 HISTORIA LABORAL DE COLPENSIONES 

JOSUE LEDESMA MANCIL 17/06/1988 5/12/1990 902 128,86 HISTORIA LABORAL DE COLPENSIONES  

CULTIVOS INGENIO DEL  3/12/1990 1/04/1994 1216 173,71 HISTORIA LABORAL DE COLPENSIONES 
TOTAL 5149 735,57   

 
Al HECHO 4.- Es cierto; mi mandante solicitó a nombre propio en dicha fecha reconocimiento 
de la pensión de vejez, cumpliendo con los requisitos documentales y normativos para tal fin.  
 
AL HECHO 5.- Es cierto lo manifestado por la parte actora, a mi mandante le fue reconocida 
la pensión de vejez mediante el Acto administrativo mencionado y bajo los parámetros del 
Decreto 758 de 1990.  
 
AL HECHO 6.- Es cierto lo manifestado por la parte actora, a mi mandante le fue notificada la 
resolución del reconocimiento de la pensión de vejez en fecha 13 de septiembre de 2013.  
 
También es cierto que mi mandante interpuso en fecha 09/10/2013 el recurso de reposición y 
en subsidio de apelación contra la resolución que le reconoció la prestación mediante 
radicación 2013_7248692, y lo adiciono indicando que lo efectuó a nombre propio y en la sede 
de Colpensiones Palmira.  
 
AL HECHO 7.- Es cierto que con el Acto administrativo mencionado por la parte actora se 
resolvió confirmar la resolución GNR 210248 que concedió la pensión de vejez.  
 
AL HECHO 8. Es cierto lo manifestado por la parte actora, mediante la Resolución GNR 426820 
de 2014 COLPENSIONES resuelve dar cumplimiento al fallo judicial proferido por el Juzgado 12 
Municipal de Pequeñas causas de Cali respecto al incremento del 14% por cónyuge a cargo, 
proceso que decidió adelantar por su convicción del derecho al régimen de transición.  
 
AL HECHO 9. Es cierto. Mediante la Resolución VPB 35124 del 20 de abril de 2015 la entidad 
demandante Modificó la Resolución 289206 del 19 de agosto de 2014 en el sentido de solicitar 
la revocatoria de la Resolución No. 210248 de 2013. 
 
AL HECHO 10. Es cierto lo manifestado por la parte actora, la resolución del numeral 9 fue 
notificada en fecha 27 de abril de 2015, y no media autorización por parte de mi mandante 
para la revocatoria del reconocimiento de la prestación de pensión de vejez.  
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AL HECHO 11. Es cierto lo manifestado por la parte actora, mediante el Acto administrativo 
mencionado la entidad demandante se pronunció respecto al cumplimiento de sentencia, 
tal como consta en el expediente administrativo.   
 
AL HECHO 12. Es cierto lo manifestado por la parte actora, en el expediente administrativo 
obra reclamación por parte de apoderada judicial.  
 
AL HECHO 13. Es cierto, el Acto administrativo mencionado negó el reconocimiento de la 
reliquidación de la pensión de vejez a mi mandante.  
 
AL HECHO 14. Es cierto lo manifestado por la parte actora.  
 
AL HECHO 15. Es cierto que con el Acto administrativo mencionado por la parte actora se 
resolvió negar la reliquidación de la pensión de vejez solicitada en fecha 14 de junio de 2017.  
 
AL HECHO 16. Es cierto lo manifestado por la parte actora. Y lo adiciono en que solicitó 
mediante Radicación No. 2017_7655641.   
 
AL HECHO 17.- Es cierto que con el Acto administrativo mencionado por la parte actora se 
resolvió negar la reliquidación de la pensión de vejez, solicitada en fecha 25 de julio de 2017 
 

 
FUNDAMENTO Y RAZONES DE DEFENSA 

 
Con la garantía consagrada en la normatividad Colombiana, Art 29 Constitución Política y, el 
artículo 175 del C.P.A.C.A; ejerciendo los derechos a: la defensa, el debido proceso y 
contradicción de mi mandante, fundamento mis razones de defensa en las siguientes 
consideraciones: 
 
RESPECTO A VICIOS DE LEGALIDAD DEL ACTO 
 
Se tiene que los Actos administrativos emitidos por las entidades revestidas de facultades y 
autoridad para expedirlos, están ajustados a derecho; es decir, a las normas jurídicas que le 
son de obligatoria observancia y cumplimiento, es por ello que mi mandante como ciudadano 
amparado en el PRINCIPIO DE CONFIANZA LEGÍTIMA actuó con tranquilidad presumiendo la 
seriedad, veracidad y buena fe de COLPENSIONES, pues considera que su derecho está 
revestido de protección legal y constitucional y que la actuación de la entidad fue de buena 
fe, y que con base en ello y en la seguridad jurídica impregnada en cada actuación, no 
cambiarían las circunstancias jurídicas que le han otorgado derechos o le han favorecido en 
sus actuaciones, es decir confió que hay respeto por los derechos adquiridos. 
 
De acuerdo a lo anterior, en el presente caso se considera que la entidad demandante al 
momento de emitir las resoluciones que le concedieron no solo la PENSIÓN DE VEJEZ a mi 
mandante, sino también las que RESOLVIERON LOS RECURSOS INTERPUESTOS, y las que dieron 
CUMPLIMIENTO A LA SENTENCIA (proferida por la jurisdicción ordinaria en relación con el 
incremento pensional del 14% por su cónyuge a cargo) ejerció una debida y previa 
investigación administrativa para determinar si le asistía o no el derecho para solicitar la 
prestación bajo los parámetros del régimen de transición, y que fue con base en ello que se le 
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reconoció su derecho, además -tal como manifesté al inicio del presente escrito- 
COLPENSIONES resolvió no solo una, sino 3 veces más, solicitudes impetradas por mi mandante 
en relación a la prestación y, en los diferentes actos administrativos sostuvo su tesis 
confirmando que mi mandante es beneficiario del régimen de transición, toda vez que reunía 
los elementos consagrados en la norma para acceder a los beneficios y oportunidades 
requeridos para gozar de la prestación de vejez en debida forma, habiendo cumplido con el 
tiempo de cotización requerido al momento del cumplimiento de la edad, y con la edad 
misma.  
 
Es así como en la resolución GNR 210248 del 22 de agosto de 2013 mediante la cual se 
reconoce la pensión de vejez, la entidad demandante afirma:  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
De acuerdo a ello, mi mandante como afiliado y usuario del sistema asume que la entidad 
demandante actúo conforme a la ley y, entiende que de acuerdo con el tiempo total de 
cotización y con el cumplimiento del requisito de edad podía acceder a la prestación a la 
que tenía derecho después de haber aspirado durante toda su vida laboral a ella. Es decir 
que, mi mandante confió en la aplicabilidad de la norma que lo favorecía y que ratificó la 
demandante.  
 
Más aún, cuando la hoy demandante, mediante Resolución GNR 289206 del 14 de agosto de 
2014 resuelve un recurso de reposición interpuesto y CONFIRMA en todas sus partes la 
Resolución GNR 210248 de 2013 que reconoció la pensión de vejez a mi mandante, afirmando 
textualmente que “es procedente manifestar que el peticionario es beneficiario del régimen de transición” :  
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Y que de igual manera le fue reconocido el incremento por cónyuge establecido en el artículo 
21 del Acuerdo 049 de 1990 que permitía incrementar las pensiones de vejez o invalidez en un 
14% sobre la pensión mínima legal cuando el cónyuge o compañero permanente dependiera 
económicamente de este.  Este incremento aplicaba para todas aquellas personas que 
quedaron cobijadas por el régimen de transición pensional y quienes se pensionaron o 
adquirieron el derecho a la pensión antes de la entrada en vigencia de la ley 100 de 1993.     
La entidad hoy demandante, reconoció el incremento del 14% sobre la pensión, mediante la 
Resolución No. GNR 426820 de diciembre 18 de 2014, dando cumplimiento a un fallo judicial.  
 
Todo lo anterior indica que no puede hablarse de la ilegalidad del acto administrativo que 
concedió la pensión de vejez, ya que la prestación nunca fue solicitada mediante medios 
fraudulentos, ni documentación falsa, ni se instó a la administradora de pensiones a incurrir en 
error, y si ésta así lo hizo fue por apreciación jurídica y no por causas inherentes al 
comportamiento de mi mandante, pues tal como lo menciono en el texto de este documento, 
él actuó de buena fe y con el convencimiento de haber satisfecho los requisitos para acceder 
a su pensión. Es decir, actuó de conformidad con la ley y de acuerdo al tiempo de cotización 
probado, que superó las 1000 semanas requeridas, pues cotizó durante toda su vida más de 
1.513,56 semanas, y con ellas contaba al momento de la reclamación.  Y actuó con el total 
convencimiento que todos los actos administrativos que se derivaron del de la prestación 
inicial estaban cargados de validez y que sus solicitudes estaban ajustadas al ordenamiento 
por lo que tenía plena confianza y credibilidad en el actuar de la administradora de pensiones.  
 
RESPECTO A LOS REQUISITOS PARA EL RECONOCIMIENTO DE LA PENSIÓN DE VEJEZ 
 
Establece la normatividad Colombiana, que para acceder al reconocimiento de la pensión 
de vejez bajo los parámetros del régimen de transición enmarcado en el artículo 36 inciso 2 de 
la ley 100 de 1993, los afiliados tenían derecho a que su pensión se rigiera por el régimen 
pensional al que estuvieron afiliados al momento de entrar a regir dicha ley, es decir que la 
norma aplicable era el Decreto 758 del 11 de abril de 1990. 
 
La norma dispuso que quienes hubieren cumplido 35 años o más siendo mujeres y 40 años o 
más siendo hombres al 1 de abril de 1994, o si contaban con 15 o más años de tiempo de 
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servicio o cotizado tenían derecho a que su pensión de vejez se rigiera por el régimen 
pensional que les era aplicable antes de dicha fecha en lo relacionado con edad, tiempo 
cotizado y porcentaje sobre el ingreso base de liquidación.  
 
Es decir que la norma que regía para los beneficiarios del régimen era la que se consagraba 
en el artículo 12 del decreto 758 de 1990, que a su tenor indicaba: 
 

DECRETO 758 DE 1990 
ARTÍCULO 12. REQUISITOS DE LA PENSION POR VEJEZ. Tendrán derecho a la pensión de vejez 
las personas que reúnan los siguientes requisitos: 
 
a) Sesenta (60) o más años de edad si se es varón o cincuenta y cinco (55) o más años de edad, si 
se es mujer y, 
b) Un mínimo de quinientas (500) semanas de cotización pagadas durante los últimos veinte 
(20) años anteriores al cumplimiento de las edades mínimas, o haber acreditado un número de 
un mil (1.000) semanas de cotización, sufragadas en cualquier tiempo. 

 
Dicha norma, se aplica por remisión del artículo 36 de la ley 100 de 1993 que determina -como 
ya se mencionó- lo referente al régimen de transición y lo expone así: 
 

LEY 100 DE 1993 
(Diciembre 23) 

 
ARTÍCULO  36. Régimen de Transición. La edad para acceder a la pensión de vejez. 
continuará en cincuenta y cinco (55) años para las mujeres y sesenta (60) para los hombres, 
hasta el año 2014, fecha en la cual la edad se incrementará en 2 años, es decir, será de 57 
años para las mujeres y 62 para los hombres. 

 La edad para acceder a la pensión de vejez, el tiempo de servicio o el número de semanas 
cotizadas, y el monto de la pensión de vejez de las personas que al momento de entrar en 
vigencia el Sistema tengan 35 o más años de edad si son mujeres o 40 o más años de edad si 
son hombres, o 15 o más años de servicios cotizados, será la establecida en el régimen 
anterior al cual se encuentren afiliados. Las demás condiciones y requisitos aplicables a estas 
personas para acceder a la pensión de vejez, se regirán por las disposiciones contenidas en 
la presente Ley.  

El ingreso base para liquidar la pensión de vejez de las personas referidas en el inciso 
anterior que les faltare menos de diez (10) años para adquirir el derecho, será el promedio 
de lo devengado en el tiempo que les hiciere falta para ello, o el cotizado durante todo el 
tiempo si éste fuere superior, actualizado anualmente con base en la variación del índice de 
precios al consumidor, según certificación que expida el DANE. Sin embargo, cuando el 
tiempo que les hiciere falta fuere igual o inferior a dos (2) años a la entrada en vigencia de 
la presente Ley el ingreso base para liquidar la pensión será el promedio de lo devengado en 
los dos (2) últimos años, para los trabajadores del sector privado y de un (1) año para los 
servidores públicos. 

Posteriormente, el Acto legislativo 01 de 2005, estableció las directrices para la implementación 
de las reglas de carácter pensional en lo relacionado con los beneficiarios del régimen de 
transición, para lo cual dispuso que dicho régimen y las demás normas que lo desarrollasen no 
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podían extenderse más allá del 31 de julio de 2010, excepto para los trabajadores que estando 
en dicho régimen, además tuvieren cotizadas al menos 750 semanas o su equivalente en 
tiempo de servicios al 25 de julio de 2005, fecha de entrada en vigencia del Acto legislativo en 
mención, a los cuales se les mantendría hasta el año 2014. 
 
Criterios todos que fueron tenidos en cuenta por la entidad hoy demandante para el 
reconocimiento de la prestación de pensión de vejez a mi mandante.  
 
RESPECTO AL TRASLADO DE REGIMEN PENSIONAL 
 
El régimen de Transición fue creado con el propósito de proteger las expectativas legítimas de 
quienes estuvieran próximos a obtener su pensión de vejez de acuerdo con las 
reglamentaciones anteriores, y con base en parámetros de justicia, equidad, razonabilidad y 
proporcionalidad que evitaran situaciones desiguales.  
 
Al momento de la creación del régimen de ahorro individual con solidaridad RAIS administrado 
por los fondos privados de pensiones, los afiliados cobijados por el régimen de transición se 
trasladaron confiados en ciertos beneficios que dicho régimen les podía brindar, sin embargo, 
una vez conscientes que no era el beneficio esperado regresaron al régimen de prima media 
con prestación definida RPM con la expectativa de recuperar la protección que la norma les 
otorgaba. 
 
Traslados y regresos que hicieron que tanto la Corte Suprema de Justicia como la Corte 
Constitucional se pronunciaran respecto a la protección que el régimen le otorga al derecho 
a la pensión de vejez y al derecho fundamental a la seguridad social; en el entendido que 
como se trata de una expectativa legítima el afiliado podía renunciar voluntariamente a ella 
efectuando nuevamente el traslado al Régimen de prima media, pese a que el mismo artículo 
36 en sus incisos 4 y 5 mencionara la pérdida de la transición cuando se efectuara un traslado 
entre regímenes. Y se pronunciaron teniendo en cuenta que el sistema de seguridad social 
tiene por finalidad atender las contingencias a su cargo, entre ellas la vejez, y no preservar un 
equilibrio prestacional. 
 
Por ello, la recuperación del régimen anterior opera si además se hace el traslado de dineros 
de los aportes hechos al régimen de ahorro individual, y siempre y cuando las personas que 
hacen parte del régimen de transición por razón de su edad hubieren cotizado durante 15 
años, pues es un aporte o tiempo de servicios equivalente al 75% de la totalidad de las 
semanas de cotización y por ende de la financiación de la pensión de vejez. 
 
Así lo estipuló la parte resolutiva de La Sentencia C-789 de 2002  (F_SC789_02) que además 
hace mención a que las disposiciones de los incisos 4° y 5° del artículo 36 de la ley 100 de 1993 
no se aplicarían para quienes hubieren cumplido quince (15) años o más de servicios cotizados 
al momento de entrar en vigencia el sistema de seguridad social en pensiones, esto es, ley 100 
de 1993. Y que habiéndose trasladado decidieran regresar al régimen de prima media con 
prestación definida.   Al igual que las sentencias C-754 de 2004, C-1024 de 2004, SU-062 de 
2010, T-037 de 2011,  que sostienen que en los casos en que el afiliado decida abandonar el 
régimen de prima media con prestación definida para efectuar un traslado al de ahorro 
individual con solidaridad, y posteriormente regresar al primero, puede hacerlo en cualquier 
tiempo, contando con 15 años o más de servicios antes de la entrada en vigencia de la 
Ley 100 de 1993. 

https://normativa.colpensiones.gov.co/colpens/docs/c-754_2004.htm#Inicio
https://normativa.colpensiones.gov.co/colpens/docs/sc102404.htm#Inicio
https://normativa.colpensiones.gov.co/colpens/docs/su062_10.htm#Inicio
https://normativa.colpensiones.gov.co/colpens/docs/ley_0100_1993.htm#Inicio
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Con base en lo anterior, y en relación al caso que nos ocupa, si hablamos de tiempo de 
cotización, mi mandante al 1 de abril de 1994, entrada en vigencia de la ley 100, contaba con 
19 años, 1 mes y 19 días de cotizaciones desde el 12 de febrero de 1975.  Y en cuanto a edad 
contaba con 40 años, 7 meses y 29 días; por lo que le era viable regresar al régimen de prima 
media administrado por COLPENSIONES, y por ende recuperar la transición, pues había sido 
beneficiado con dicho régimen.  Más si en ninguna de las providencias mencionadas y de la 
normatividad misma se hace alusión a semanas cotizadas, sino tiempo, 15 años. 
 
Ahora, es cierto que la ley 797 de 2003 establece cierta restricción en el entendido que no es 
posible el traslado de régimen pensional para los afiliados que les faltaren 10 años o menos 
para cumplir los requisitos de pensión. Y que la Corte Constitucional declaro exequible dicho 
artículo; sin embargo tampoco es aplicable a mi mandante, toda vez que cuando regresó al 
régimen de prima media en 2002 le faltaban exactamente 10 años, 7 meses y 31 días para 
cumplir los 60 años requeridos para el disfrute de la pensión, es decir más de los 10 años que 
cita la norma como restricción, y contaba con 49 años, 3 meses y 29 días de edad. Y con un 
total de cotizaciones desde 1975 hasta 2002 de 27 años, 9 meses y 19 días. 
 
Es decir que hizo efectivo el traslado, con el convencimiento que todos esos factores lo hacían 
recuperar los beneficios del régimen de transición que ostentaba por razón de su edad al 
momento de entrada en vigencia de la norma. Pues la Corte enfatizó en que el régimen de 
transición se recupera solo si realmente fue beneficiado con él. 
 
Por ello, es pertinente insistir en que la pensión de vejez de mi mandante le fue reconocida de 
conformidad con las normas legales vigentes para la época en la que adquirió su status de 
pensionado, esto es 2013; por lo que no puede afirmarse ahora que mi mandante con el 
traslado al RPM no recuperó los beneficios del régimen de transición; las afirmaciones 
realizadas por la parte demandante constituyen una opinión subjetiva de su parte sobre la 
aplicación de la norma que le corresponde probar, más aún cuando durante varios años y 
con más de 3 actos administrativos notificados a mi mandante sostuvo que efectivamente era 
beneficiario del régimen de transición, por lo que no puede ahora cambiar ni desmejorar lo 
otorgado a mi mandante y que se encuentra más que en firme. 
 
Al respecto, el Consejo de Estado, en sentencia del 9 de marzo de 2000, sostiene  
 

 “…Ahora bien,  como quiera que la estabilidad de los actos administrativos, constituye un presupuesto 
medular de  la  actividad  de la  administración  y  de la  tutela  de  los derechos  de  los  administrados,  la  
revocación (…) de los actos administrativos encuentra como límite el respeto a las situaciones jurídicas 
que el acto haya creado, es decir, que los derechos adquiridos en virtud del acto, limitan la facultad 
revocatoria de la  administración. De esta manera, en armonía con la presunción de legalidad  del acto  y  
con la  seguridad  jurídica que  de  aquella  deriva  para los  particulares,  la doctrina y la jurisprudencia han 
destacado la improcedencia de revocar un acto, de los efectos anotados….” 

 
RESPECTO A LA BUENA FE 
 
Debe entenderse que el actuar por parte de mi mandante, tanto al momento de solicitar el 
reconocimiento de la prestación como una vez recibido el pago de cada una de ellas, ha 
sido de buena fe y con la certeza absoluta de estar cumplimiento con los requerimientos 
impuestos por la normatividad Colombiana. 
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Planteamientos que más adelante ampliare en el acápite de excepciones.  
 

ARTÍCULO 83, CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA 
 

“Las actuaciones de los particulares y de las autoridades públicas deberán ceñirse a los 
postulados de la buena fe, la cual se presumirá en todas las gestiones que aquellos 
adelanten ante éstas” 

 
VULNERACIÓN AL MÍNMO VITAL: PRONUNCIAMIENTOS CORTE CONSTITUCIONAL  

 
La Corte Constitucional ha avalado el mecanismo de control en el campo específico de las 
pensiones, pero ha advertido que el mismo debe ser usado razonablemente pues pone en 
tensión principios rectores del ordenamiento constitucional, como lo son, LA BUENA FE y LA 
CONFIANZA LEGÍTIMA, la PRESUNCIÓN DE LEGALIDAD DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS, la 
PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS ADQUIRIDOS, el imperio del derecho y LA SEGURIDAD 
JURÍDICA. Aunque la administración está autorizada a revisar sus propios actos para 
salvaguardar el ordenamiento de actuaciones abiertamente ilegales, su uso indiscriminado 
erosiona la confianza ciudanía y la credibilidad en las instituciones, Y TAMBIÉN PUEDE LLEGAR A 
AFECTAR GRAVEMENTE EL MÍNIMO VITAL DE UNA PERSONA. 

 
Al respecto ha dicho: 
 

 Sentencias: SU-995/99 M.P. Carlos Gaviria Díaz y Sentencia T-184/09,  
“Por esta razón, esta Corporación ha determinado que los requisitos que deben 
comprobarse para acreditar la vulneración del mínimo vital, “se resumen en que (i) el 
salario o mesada sea el ingreso exclusivo del trabajador o pensionado o existiendo 
ingresos adicionales sean insuficientes para la cobertura de sus necesidad básicas y que 
(ii) la falta de pago de la prestación genere para el afectado una situación crítica tanto a 
nivel económico como psicológico, derivada de un hecho injustificado, inminente y grave” 
 
(Negrilla fuera de texto) 

 
 Corte Constitucional, Sentencias T-818 de 2000; T- 651 de 2008; T-738 de 2011 

“La Corte ha considerado en ocasiones que la ausencia del mínimo vital puede atentar, de 
manera grave y directa, en contra de la dignidad humana. Este derecho “constituye una pre-
condición para el ejercicio de los derechos y libertades constitucionales de la persona124 y 
en una salvaguarda de las condiciones básicas de subsistencia, puesto que sin un ingreso 
adecuado a ese mínimo no es posible asumir los gastos más elementales, como los 
correspondientes a alimentación, salud, educación o vestuario” (). 

 
RESPECTO A DERECHOS ADQUIRIDOS, CONFIANZA LEGÍTIMA Y SEGURIDAD JURIDICA 
 
La Constitución Política de Colombia contempla, en su artículo 29, la sujeción de todo 
tipo de actuación judicial o administrativa al debido proceso. Este derecho 
fundamental es parte esencial del Estado de Derecho, pues conlleva el sometimiento 
de la Administración a procesos reglados, que a través de diferentes pasos permiten 
alcanzar determinados fines establecidos en la Carta Política Fundamental o en la Ley. 
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Esto conlleva a que la Administración se encuentre sometida a sus propios actos y deba 
ser leal ante ellos. Todo lo anterior, como una garantía de la población en general frente 
a posibles desmanes del poder constituido.  
 
En este sentido, es conocido que frente a los actos administrativos particulares y 
concretos, en razón a la protección a la buena fe (art. 83 CN) y a la seguridad jurídica, 
por regla general, se requiere la autorización expresa y escrita de los particulares para 
su revocatoria[.  
 
Lo anterior, está ligado entonces al respeto al acto propio, al igual que a la 
inmutabilidad del acto administrativo. Por lo demás, suponer que la Administración 
puede revocar unilateralmente sus actuaciones, cuando quiera que ellas han 
reconocido un derecho particular y concreto, sería convalidar un pernicioso factor de 
inseguridad, al igual que un quebranto a los principios de la buena fe y de la confianza 
legítima de haber adquirido derechos con el justo título del acto proferido por la 
Administración (art. 58 Constitución Política). 
 
La Corte Constitucional mediante SU-182/2019 se pronunció respecto a las 3 ideas centrales 
que debe considerar la administración para revocar sus propios actos, estas son:  “(i) el deber 
de la administración de verificar de oficio el cumplimiento de los requisitos pensionales; (ii) la 
magnitud de las irregularidades que habilitan una revocatoria; y (iii) la sujeción irrestricta al 
debido proceso”.   
 
De igual manera avaló el mecanismo de revocatoria en materia pensional mediante la 
Sentencia C-385/2003 de la cual es importante resaltar lo que puede ser aplicable al caso 
que nos ocupa: 
 
 SENTENCIA C-835/2003 

“Esta Sentencia desarrolla ….En primer lugar, la Sala Plena respaldó la constitucionalidad 
del artículo 19 de la Ley 797 de 2003, en el entendido que “la verificación oficiosa del 
cumplimiento de los requisitos pensionales es un deber”. Con ello, se busca “proteger la 
objetividad, transparencia, moralidad y eficacia que la función administrativa requiere en 
orden al correcto reconocimiento y pago de las pensiones u otras prestaciones 
económicas”. Ahora bien, esta revisión oficiosa también tiene límites, pues “la 
Administración no puede a cada rato estar revisando lo que ya revisó, derivando en un 
cuestionamiento recurrente sobre los mismos motivos y causas”. Dicho de otro modo, en 
tanto no surjan nuevos motivos o causas fundadas de duda, no puede la administración 
reabrir investigaciones que afecten el disfrute de los derechos adquiridos 
 
Segundo, la verificación oficiosa no se activa ante cualquier sospecha, sino que debe 
tratarse de unos “motivos reales, objetivos, trascendentes, y desde luego, verificables”. 
Con ello, la Corte buscó evitar que las personas quedaran sujetas al capricho, la 
animadversión o a la simple arbitrariedad del funcionario competente, en “detrimento 
de la efectividad de los derechos legítimamente adquiridos y de la confianza legítima que 
a los respectivos funcionarios les corresponde honrar”. Nótese como esta salvaguarda 
responde a algunos casos conocidos por la Corte, en los que la simple sospecha, las 
diferencias insignificantes en los periodos cotizados, o las divergencias en la 
interpretación de la ley, habían servido de excusa para suspender arbitrariamente un 
derecho. En un escenario de control abstracto, no le correspondía a la Corte fijar, 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2010/T-338-10.htm#_ftn14


 
NUÑEZ & ABOGADOS SAS 
Flor Alba Núñez Llanos 

Abogada 

Carrera 4ª # 12–41 Oficina 1004 
Edificio Centro Seguros Bolívar 

Teléfonos: fijo 881 34 80 - Móviles 311 3464257 - 318 288 58 85 
Correo electrónico: 

notificaciones@nunezyabogados.com  
Santiago de Cali 

 
específicamente, qué tipo de situaciones podían tenerse como motivos reales, objetivos 
y trascendentes 
 
…[D]ebe observarse que no se puede tratar de cualquier incumplimiento de requisitos, 
toda vez que ante falencias meramente formales; o ante inconsistencias por 
desactualización de la información interna de las entidades correspondientes, respecto 
de las cuales el titular del derecho o sus causahabientes no hayan realizado conductas 
delictivas, le compete al respectivo funcionario tomar de oficio las medidas tendientes al 
saneamiento de los defectos detectados, haciendo al efecto acopio de los medios y 
recursos institucionales, sin perjuicio de la solicitud de información a terceros y, llegado 
el caso, al titular del derecho o a sus causahabientes. Por lo mismo, ni la Administración 
ni los particulares pueden extenderle a los titulares de la pensiones o prestaciones 
económicas los efectos de su propia incuria; así como tampoco darle trascendencia a 
aquello que no la tiene, tal como ocurriría, por ejemplo, con un pensionado que habiendo 
cumplido satisfactoriamente con todos los requisitos legales y reglamentarios, sin 
embargo, se le pretende cuestionar su derecho porque en la contabilización posterior 
del tiempo requerido, resultan dos días más o dos días menos de tiempo laborado, que 
en modo alguno modifican el requisito del tiempo que él ya demostró por los medios 
idóneos, llegando incluso a superar el tiempo exigido. Por consiguiente, la comentada 
actuación, lejos de cualquier pretensión revocatoria de oficio, debe encaminarse hacia la 
depuración de la información que soporta la expedición y vigencia del acto 
administrativo de reconocimiento prestacional. En concordancia con esto, cuando de 
conformidad con la Constitución y la ley deba revocarse el correspondiente acto 
administrativo, será necesario el consentimiento expreso y escrito del titular, y en su 
defecto, el de sus causahabiente […] Cosa distinta ocurre cuando el incumplimiento de 
los requisitos aludidos esté tipificado como delito y la Corte señala claramente que basta 
con la tipificación de la conducta como delito, para que la administración pueda revocar, 
aunque no se den los otros elementos de la responsabilidad penal, de tal manera que en 
el evento de que el reconocimiento se hizo con base en documentación falsa o se halla 
comprobado el incumplimiento de los requisitos, basta con que sean constitutivos de 
conductas tipificadas por la ley penal, hipótesis en la cual se inscribe la utilización de 
documentación falsa, en conexidad o no con conductas tipificadas por la ley penal tales 
como el cohecho, el peculado, etc. [S]e trata de una circunstancia de ostensible 
ilegalidad”. 

 
(negrilla fuera de texto) 
 
Se tiene que en cuanto a LA CONFIANZA LEGITIMA nace en el ciudadano una 
expectativa legítima de que el derecho reclamado puede serle reconocido, por cuanto 
entiende de BUENA FE que su solicitud está ajustada al ordenamiento.   
 
 Sentencia SU-230 de 2015, Corte Constitucional, concluye: 

«(…) La Sala estima que si el legislador procura respetar la confianza legítima de las 
personas en materia pensional, nada obsta para que los órganos jurisdiccionales, al cambiar 
la jurisprudencia en detrimento de los derechos pensionales, sigan ese mismo ejemplo, esto 
es, respetar la confianza legítima. 
 
A partir de lo anterior, la Sala encuentra que la variación jurisprudencial que introdujo la SU-
230 de 2015 representa una alteración significativa de las relaciones jurídicas que se suscitan 
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entre las personas con derecho a pensión bajo el régimen de transición y los respectivos 
fondos de pensiones. 
 

 Sentencia C-131/2004 
“…el principio de la confianza legítima es un corolario de aquel de la buena fe y consiste en 
que el Estado no puede súbitamente alterar unas reglas de juego que regulaban sus 
relaciones con los particulares, sin que se les otorgue a estos últimos un período de 
transición para que ajusten su comportamiento a una nueva situación jurídica. No se trata, 
por tanto, de lesionar o vulnerar derechos adquiridos, sino tan sólo de amparar unas 
expectativas válidas que los particulares se habían hecho con base en acciones u omisiones 
estatales prolongadas en el tiempo, bien que se trate de comportamientos activos o pasivos 
de la administración pública, regulaciones legales o interpretaciones de las normas jurídicas. 
De igual manera, como cualquier otro principio, la confianza legítima debe ser ponderada, 
en el caso concreto, con los otros, en especial, con la salvaguarda del interés general y el 
principio democrático” 

 
En esencia, la confianza legítima consiste en que el ciudadano debe poder evolucionar en un 
medio jurídico estable y previsible, en cual pueda confiar. Para Müller, este vocablo significa, 
en términos muy generales, que ciertas expectativas, que son suscitadas por un sujeto de 
derecho en razón de un determinado comportamiento en relación con otro, o ante la 
comunidad jurídica en su conjunto, y que producen determinados efectos jurídicos; y si se 
trata de autoridades públicas, consiste en que la obligación para las mismas de preservar 
un comportamiento consecuente, no contradictorio frente a los particulares, surgido en un 
acto o acciones anteriores, incluso ilegales, salvo interés público imperioso contrario. Se 
trata, por tanto, que el particular debe ser protegido frente a cambios bruscos e 
inesperados efectuados por las autoridades públicas. En tal sentido, no se trata de amparar 
situaciones en las cuales el administrado sea titular de un derecho adquirido, ya que su 
posición jurídica es susceptible de ser modificada por la Administración, es decir, se trata de 
una mera expectativa en que una determinada situación de hecho o regulación jurídica no 
serán modificadas intempestivamente. De allí que el Estado se encuentre, en estos casos, 
ante la obligación de proporcionarle al afectado un plazo razonable, así como los medios, 
para adaptarse a la nueva situación. 

 
EN CUANTO A LA SEGURIDAD JURIDICA 
 
Como ya se dijo el principio de confianza legítima constituye una proyección de la buena fe 
que debe gobernar entre las autoridades y los particulares y permite en algunos casos 
ponderar el interés general y los derechos de las personas.  Dicha confianza legítima se 
fundamenta en los principios de buena fe, seguridad jurídica y respeto al acto propio. 
 
Si se desconocen los principios de seguridad jurídica y legalidad, se vulneran las garantías 
fundamentales de las personas que confían que sus derechos se mantendrán inmodificables. 
 
EN CUANTO AL PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD 
 
La Corte Constitucional En sentencia C-671 de agosto 20 de 2002, con ponencia del 
Magistrado, Eduardo Montealegre Lynnet, señaló:  

 
“… progresividad implica que una vez alcanzado un determinado nivel de protección, la 
amplia libertad de configuración del legislador en materia de derechos sociales se ve 
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menguada, al menos en un aspecto: todo retroceso frente al nivel de protección alcanzado 
debe presumirse en principio inconstitucional…” 

 
FORMULACIÓN DE EXCEPCIONES 

 
PRIMERA.- CADUCIDAD DE LA ACCIÓN 
 
La caducidad es un fenómeno jurídico cuyo término previsto por la ley se convierte en un 
instrumento mediante el cual se limita el ejercicio de los derechos individuales y subjetivos de 
los administrados para la reclamación judicial de los mismos, en desarrollo del principio de 
seguridad jurídica bajo criterios de racionalidad y suficiencia temporal, según como lo ha 
reiterado la Jurisprudencia de la Corte “busca atacar la acción por haber sido impetrada tardíamente, 
impidiendo el surgimiento del proceso” . 
 
De acuerdo a lo anterior, y teniendo en cuenta que, como regla general, enmarcada en el 
Artículo 138 de la ley 1437 de 2011, el medio de control de Acción de Nulidad y 
Restablecimiento del Derecho caduca al cabo de CUATRO (4) MESES contados a partir del 
día siguiente al de la publicación, notificación, comunicación o ejecución del acto, la 
presente demanda no podía ser admitida ni llamada a prosperar pues fue instaurada por fuera 
del término. Y la norma en mención textualmente indica que podrá pedirse que se declare la 
nulidad y se restablezca un derecho “siempre y cuando la demanda se presente en tiempo” lo que 
claramente aquí no ocurrió. 
 
Ahora bien, el artículo 164 de la misma norma, reitera una vez más que la oportunidad para 
presentar la demanda cuando se pretenda la acción que aquí se pretende, se debe dar 
dentro del término de cuatro (4) meses. 
 
Sin embargo se tiene también que la ley 1437 de 2011 y la Jurisprudencia del Consejo de Estado 
señalan que la administración tiene la facultad de demandar sus propios actos administrativos 
de carácter particular y concreto ante la Jurisdicción Contenciosa cuando no le sea posible 
hacerlo a través de revocatoria directa del artículo 97 CPACA, y que puede ejercer tal 
facultad mediante el mecanismo de la ACCIÓN DE LESIVIDAD  (Consejo de Estados, Sentencia 
de 22 de junio de 2001, exp. 13172). 
 
Sin embargo, la Jurisprudencia del Consejo de Estado ha señalado que dicha acción de 
lesividad NO tienen una naturaleza autónoma, y que para ejercerla se debe acudir a las 
acciones contenciosas de simple nulidad o de nulidad y restablecimiento del derecho. Por lo 
que tenemos una vez más que si se presenta por el medio de control mencionado está 
sometida al término de caducidad de 4 meses, a la luz de la ley 1437. 
 
Así las cosas, el Acto administrativo del cual se pretende la Nulidad es la Resolución No. 210248 
del 22 de agosto de 2013, y que fue notificada en fecha 13 de septiembre de 2013; y el acto 
administrativo que modificó la Resolución 289206 del 19 de agosto de 2014 en el sentido de 
solicitar la revocatoria de la Resolución que reconoció la pensión es la Resolución VPB 35124 
del 20 de abril de 2015, notificado a mi mandante en fecha 27 de abril de 2015.  
 
Así las cosas, y contando el término de caducidad de los 4 meses, si se pretendía la nulidad 
de la resolución 210248 que en el año 2013 que reconoció la pensión a mi representado, y solo 
hasta el 2015 mediante la Resolución VPB 35124 del 2015 se presentó a solicitarla, tenía hasta 
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el 27 de agosto de 2015 para instaurar la demanda, y en cambio lo hizo el 1 de febrero de 
2018. Es decir por fuera del término que otorga la ley. Por lo que la excepción que aquí se 
formula está llamada a prosperar.  
 
Y no puede hablarse de que se trata de prestaciones periódicas y que por ende pueden ser 
demandadas en cualquier tiempo, cuando el Consejo de estado ha formulado que al 
expedirse un acto administrativo de reconocimiento definitivo éstas dejan de ser periódicas. 
Así mismo sostuvo, que NO hay lugar a recuperar las prestaciones pagadas a particulares de 
buena fe, más cuando ocurren por un error de la administración, como el que al parecer es el 
del caso que nos ocupa.   (Consejo de Estado Sección Segunda, Sentencia 73001233300020150022901 
(09132017), Oct. 17/17) 
 
SEGUNDA.- COSA JUZGADA ADMINISTRATIVA 
 
Se predica por regla general LA COSA JUZGADA ADMINISTRATIVA en aquellos casos en los 
cuales el acto es creador de situaciones jurídicas concretas, individuales o subjetivas y han 
generado “derechos adquiridos” para titular del mismo conforme al ordenamiento jurídico 
vigente (artículo 58, constitucional), derechos que pudieran ser desconocidos, vulnerados o 
trasgredidos por la revocatoria del acto administrativo que le favorece al titular por parte de 
la Administración Pública estatal o por persona  particular con función administrativa.  
 
En el presente caso, invoco esta excepción para proteger la estabilidad, seguridad y certeza 
jurídica de la decisión administrativa mediante la cual le fue reconocida la pensión de vejez a 
mi representado, en el entendido que no se configure una extralimitación de la potestad 
conferida a las autoridades con lo consecuente a la violación al debido proceso y al principio 
constitucional de buena fe.  

 
TERCERA.- EXPEDICIÓN REGULAR DEL ACTO ADMINISTRATIVO Y PRESUNCIÓN DE LEGALIDAD DEL 
MISMO 
 
Considero que el Acto Administrativo mediante el cual se le reconoció la pensión de vejez a 
mi mandante, goza de legalidad atendiendo que tiene como presupuesto esencial la sujeción 
al orden jurídico y el respeto por las garantías y derechos de los particulares, en virtud de ello 
las pretensiones de la demanda no están llamadas a prosperar, y es la parte actora quien 
debe demostrar los presupuestos necesarios para llegar a la nulidad del Acto administrativo 
demandado. 
 
Y teniendo en cuenta que la presunción de legalidad del acto administrativo hace referencia 
a la presunción de validez del acto administrativo mientras su posible nulidad no haya sido 
declarada por autoridad competente, este se presume legítimo más no perfecto.  
 
Y se presume legítimo toda vez que fue emitido conforme a derecho, dictado en armonía con 
el ordenamiento jurídico. Como resultado de la juridicidad de la actividad de las entidades 
que avala la validez de los actos administrativos que emite, creando la presunción de que son 
legales, válidos y que respetan las normas que regulan su producción. 
 
Es decir que la presunción se desprende del hecho supuesto de que la entidad ha cumplido 
íntegramente con la legalidad preestablecida en la expedición del acto, lo que hace 
desprender a nivel administrativo la mayor consecuencia: la ejecutoriedad del mismo. 
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CUARTA.- BUENA FE  
 
Con fundamento en el artículo 83 de la Constitución Política de Colombia, la buena fe se 
presume, tanto por parte de las actuaciones de la administración, como de las actuaciones 
de los particulares, en ese orden de ideas, debe entenderse que el actuar por parte de mi 
mandante, tanto al momento de solicitar el reconocimiento de la prestación como una vez 
recibido el pago de cada una de ellas, ha sido de buena fe, sin haber incurrido en acciones 
ilegales para hacer caer en errores a la entidad demandante, pues de resultar ser cierto que 
el reconocimiento de la pensión se otorgó bajo los parámetros de una norma diferente a la 
que realmente debía cobijarlo, no se dio por acciones fraudulentas para obtener tal 
prestación, pues toda reclamación se hizo con la certeza absoluta de estar cumplimiento con 
los requerimientos impuestos por la normatividad Colombiana para el  cumplimiento de los 
requisitos para acceder a una pensión y, con el total convencimiento que todos los actos 
administrativos que se derivaron del de la prestación inicial estaban cargados de validez por 
lo tanto sus solicitudes estaban ajustadas al ordenamiento lo que le dio plena confianza y 
credibilidad en el actuar de la administradora de pensiones.  
 
Por lo que además no puede haber lugar a recuperar las prestaciones recibidas de buena fe 
por mi representado y pagadas de la misma forma por la parte demandante, cuando solicitar 
la suspensión de la prestación y la restitución de los dineros configura una afectación grave, 
cierta e irreparable a la vida de mi mandante y una vulneración a sus derechos fundamentales 
al mínimo vital, a la integridad personal, a la salud y su derecho a la seguridad social.  
 
Como ya se dijo, mi mandante como ciudadano amparado en el PRINCIPIO DE CONFIANZA 
LEGÍTIMA actuó con tranquilidad presumiendo la seriedad, veracidad y buena fe de 
COLPENSIONES, considerando que su derecho estaba revestido de protección legal y 
constitucional y que por ello no cambiarían las circunstancias jurídicas que le han otorgado 
derechos o le han favorecido en sus actuaciones. Confió que hay respeto por los derechos 
adquiridos. 
 
QUINTA.- PRESCRIPCIÓN 
 
Solicito señor Juez, que en caso de declararse que mi mandante debe recibir la prestación de 
vejez con fundamento en la Ley 797 de 2003, se declare probada la EXCEPCIÓN DE 
PRESCRIPCIÓN respecto del retroactivo de la pensión de vejez mesadas ya prescritas en razón 
al cumplimiento del requisito de edad de 62 años causadas con posterioridad al 2 de agosto 
de 2015, y que no fueron reclamadas por la parte demandante al transcurrir un lapso superior 
a los tres (3) años previstos en la norma.  

 
SEXTA.- LA INNOMINADA 
 
Solicito señor Juez se declare cualquier otra excepción que resulte probada en el curso del 
proceso, de conformidad con el artículo 306 del CPACA. 
 

PRUEBAS 
 

Solicito señor Juez se tomen como tales las que a continuación relaciono: 
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- Resolución No. 210248 del 22 de agosto de 2013, mediante la cual Colpensiones le 

reconoce una pensión de vejez a mi mandante 
- Resolución No. GNR 426820 de 2014, mediante la cual Colpensiones da cumplimiento a un 

fallo judicial para el reconocimiento del incremento por cónyuge 
- Resolución No. VPB 35124 del 20 de abril de 2015 mediante la cual Colpensiones solicita la 

revocatoria de la resolución que concede la pensión 
- Certificación laboral de empleadores “Hacienda La Chamba” y “Dragados y 

Construcciones S.A.” con los que mi mandante tuvo vínculo laboral antes de 1994 
- Copia de Historia clínica de cardiología de mi mandante, con fecha de atención 2 de 

febrero de 2021 
- Constancia de radicación de trámites previos a la Corrección de historia ante 

Colpensiones 
- Copia solicitud expediente administrativo de marzo de 2021 
- Copia solicitud avisos de entrada y salida de marzo de 2021 
- Copia avisos de entrada empleador GANADERIA ARANJUEZ y HACIENDA ATENAS 

 
ANEXOS 

 
Aun teniendo en cuenta que el poder para actuar fue debidamente allegado al Despacho 
de manera virtual en fecha anterior, me permito anexar los siguientes documentos: 
 
- Poder para actuar 
- Copia de cédula de ciudadanía de la suscrita 
- Copia de la tarjeta profesional de la suscrita 

 
 

NOTIFICACIONES 
 

Para efectos de notificación, recibo comunicaciones en El Edificio Centro de Seguros Bolivar, 
Oficina 1004 – Tel. 311 3464257 – 318 2885885 y en el correo electrónico: 
notificaciones@nunezyabogados.com  
 

  
Del Señor Juez, Atentamente,  

 
 
FLOR ALBA NUÑEZ LLANOS  
CC. No. 40.775.124 de Florencia (Caquetá) 
T.P. No. 173822 del CS de la J 
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RV: C49868 RV: CONTESTACION DE DEMANDA 76001333301420200000100

Jair Zapata Angulo <jzapataan@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Mar 28/09/2021 6:35 AM
Para:  Juzgado 14 Administrativo - Valle Del Cauca - Cali <adm14cali@cendoj.ramajudicial.gov.co>
CC:  t_gsierra@fiduprevisora.com.co <t_gsierra@fiduprevisora.com.co>

Cordial saludo,

Anexo constancia de radicación de documento allegado de manera digital.
 
Por favor no responda a este correo, este email solamente es para dar respuesta a radicación de correspondencia.
Comuníquese con nosotros al email of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co.

De: Oficina 02 Apoyo Juzgados Administrativos - Seccional Cali <of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Enviado: lunes, 27 de septiembre de 2021 20:38

Para: Jair Zapata Angulo <jzapataan@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Asunto: C49868 RV: CONTESTACION DE DEMANDA 76001333301420200000100
 

ÁREA DE CORRESPONDENCIA Y ARCHIVO 
Oficina de Apoyo Juzgados Administrativos de Cali
Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial Cali-Valle del Cauca


cid:image001.png@01D38AB8.5F7EFE10

mailto:of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co
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De: Sierra Cristancho Giomar Andrea <t_gsierra@fiduprevisora.com.co>

Enviado: lunes, 27 de septiembre de 2021 16:05

Para: Oficina 02 Apoyo Juzgados Administrativos - Seccional Cali <of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Asunto: CONTESTACION DE DEMANDA 76001333301420200000100
 
Buen dia, estando en la oportunidad procesal, me permito allegar contestación de la
demanda;

PROCESO:  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE:  MARIA ELISA RIASCOS RIASCOS 
DEMANDADO:  NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL
MAGISTERIO -FOMAG 

RADICADO:       76001333301420200000100

Cordialmente, 

GIOMAR ANDREA SIERRA CRISTANCHO
Abogada  Zona 6

Celular 3045648176

Unidad Especial de Defensa Judicial FOMAG
Vicepresidencia Jurídica
Bogotá, Colombia

Por favor considere su responsabilidad ambiental antes de imprimir este correo electrónico

La información contenida en este correo y sus Anexos es confidencial y solo puede ser utilizada por la persona o empresa a la cual está dirigida. Si Usted no es el

receptor autorizado, cualquier retención, difusión, distribución o copia de este correo es prohibida y sancionada por la ley. Si por error recibe este correo, por

favor reenviarlo al remitente de FIDUPREVISORA S.A. y/o borrar el correo inmediatamente. Esta información es propiedad de FIDUPREVISORA S.A. toda

distribución o copia de este documento sin la autorización expresa de FIDUPREVISORA S.A. es prohibida y sancionada por la ley."

 

La información contenida en este correo y sus anexos es confidencial y/o privada. Solo puede ser utilizada por la persona o empresa a la cual está dirigida. Si

Usted no es el receptor autorizado, cualquier retención, difusión, distribución o copia de este correo es prohibida y sancionada por la ley. Si por error recibe

este correo, por favor reenviarlo al remitente de Fiduprevisora S.A. y/o elimine el mensaje original incluyendo sus archivos anexos. La respuesta a este correo

con el envío de información personal, propia o de terceros, implica su aceptación inequívoca al eventual uso o tratamiento de datos personales que realice

Fiduprevisora S.A conforme a las finalidades contenidas en la política de protección de datos personales publicada en www.fiduprevisora.com.co, en la cual se

detallan entre otros aspectos, los derechos que le asisten como titular de información para realizar consultas, peticiones o reclamos relacionados con el

tratamiento de información por parte de Fiduprevisora S.A. Así mismo, podrá solicitar información relativa a protección de datos personales en los siguientes

canales de atención: Dirección Calle 72 No. 10-03, Bogotá, Teléfono (1) 5945111 o al correo electrónico: protecciondedatos@fiduprevisora.com.co.

“Defensoría del Consumidor Financiero – Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity de la ciudad de Bogotá

D.C. PBX 6108161 / 6108164, Fax: Ext. 500. Correo electrónico: defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com, de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en

jornada continua”. Las funciones del Defensor del Consumidor son: dar trámite a las quejas contra las entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser

vocero de los consumidores financieros ante la institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor del Consumidor en

cualquiera agencia, sucursal, oficina de corresponsalía u oficina de atención al público de la entidad. Asimismo, tiene la posibilidad de dirigirse al Defensor con

el ánimo de que éste formule recomendaciones y propuestas en aquellos aspectos que puedan favorecer las buenas relaciones entre la Fiduciaria y sus

https://nam02.safelinks.protection.outlook.com/?url=http%3A%2F%2Fwww.fiduprevisora.com.co%2F&data=04%7C01%7Cadm14cali%40cendoj.ramajudicial.gov.co%7Cae953589b67c41b596f808d9827407d9%7C622cba9880f841f38df58eb99901598b%7C0%7C0%7C637684257188611218%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=AnCi%2FSSzfrKaS5Bn7QpISoUu%2FuGO%2FrhEFlrh9BzsVco%3D&reserved=0
mailto:protecciondedatos@fiduprevisora.com.co
mailto:defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com
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Consumidores. Para la presentación de quejas ante el Defensor del Consumidor no se exige ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como

mínimo los siguientes datos del reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2. Identificación 3. Domicilio (dirección y ciudad) 4. Descripción de los hechos

y/o derechos que considere que le han sido vulnerados. De igual forma puede hacer uso del App "Defensoría del Consumidor Financiero" disponible para su

descarga desde cualquier smartphone, por Play Store o por App Store. Fiduprevisora S.A. remite la información contenida en este mensaje de datos por

considerar que es de su interés.

La información contenida en este correo y sus anexos es confidencial y/o privada. Solo puede ser utilizada por la persona o empresa a la cual está dirigida. Si

Usted no es el receptor autorizado, cualquier retención, difusión, distribución o copia de este correo es prohibida y sancionada por la ley. Si por error recibe

este correo, por favor reenviarlo al remitente de Fiduprevisora S.A. y/o elimine el mensaje original incluyendo sus archivos anexos. La respuesta a este correo

con el envío de información personal, propia o de terceros, implica su aceptación inequívoca al eventual uso o tratamiento de datos personales que realice

Fiduprevisora S.A conforme a las finalidades contenidas en la política de protección de datos personales publicada en www.fiduprevisora.com.co, en la cual se

detallan entre otros aspectos, los derechos que le asisten como titular de información para realizar consultas, peticiones o reclamos relacionados con el

tratamiento de información por parte de Fiduprevisora S.A. Así mismo, podrá solicitar información relativa a protección de datos personales en los siguientes

canales de atención: Dirección Calle 72 No. 10-03, Bogotá, Teléfono (1) 5945111 o al correo electrónico: protecciondedatos@fiduprevisora.com.co.

“Defensoría del Consumidor Financiero – Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity de la ciudad de Bogotá

D.C. PBX 6108161 / 6108164, Fax: Ext. 500. Correo electrónico: defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com, de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en

jornada continua”. Las funciones del Defensor del Consumidor son: dar trámite a las quejas contra las entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser

vocero de los consumidores financieros ante la institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor del Consumidor en

cualquiera agencia, sucursal, oficina de corresponsalía u oficina de atención al público de la entidad. Asimismo, tiene la posibilidad de dirigirse al Defensor con

el ánimo de que éste formule recomendaciones y propuestas en aquellos aspectos que puedan favorecer las buenas relaciones entre la Fiduciaria y sus

Consumidores. Para la presentación de quejas ante el Defensor del Consumidor no se exige ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como

mínimo los siguientes datos del reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2. Identificación 3. Domicilio (dirección y ciudad) 4. Descripción de los hechos

y/o derechos que considere que le han sido vulnerados. De igual forma puede hacer uso del App "Defensoría del Consumidor Financiero" disponible para su

descarga desde cualquier smartphone, por Play Store o por App Store. Fiduprevisora S.A. remite la información contenida en este mensaje de datos por

considerar que es de su interés.

La información contenida en este correo y sus anexos es confidencial y/o privada. Solo puede ser
utilizada por la persona o empresa a la cual está dirigida. Si Usted no es el receptor autorizado,
cualquier retención, difusión, distribución o copia de este correo es prohibida y sancionada por la ley.
Si por error recibe este correo, por favor reenviarlo al remitente de Fiduprevisora S.A. y/o elimine el
mensaje original incluyendo sus archivos anexos. La respuesta a este correo con el envío de
información personal, propia o de terceros, implica su aceptación inequívoca al eventual uso o
tratamiento de datos personales que realice Fiduprevisora S.A conforme a las finalidades contenidas
en la política de protección de datos personales publicada en www.fiduprevisora.com.co, en la cual se
detallan entre otros aspectos, los derechos que le asisten como titular de información para realizar
consultas, peticiones o reclamos relacionados con el tratamiento de información por parte de
Fiduprevisora S.A. Así mismo, podrá solicitar información relativa a protección de datos personales en
los siguientes canales de atención: Dirección Calle 72 No. 10-03, Bogotá, Teléfono (1) 5945111 o al
correo electrónico: protecciondedatos@fiduprevisora.com.co. “Defensoría del Consumidor Financiero
– Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity de la
ciudad de Bogotá D.C. PBX 6108161 / 6108164, Fax: Ext. 500. Correo electrónico:
defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com, de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en jornada
continua”. Las funciones del Defensor del Consumidor son: dar trámite a las quejas contra las
entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero de los consumidores financieros ante la
institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor del
Consumidor en cualquiera agencia, sucursal, oficina de corresponsalía u oficina de atención al público
de la entidad. Asimismo, tiene la posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste formule
recomendaciones y propuestas en aquellos aspectos que puedan favorecer las buenas relaciones
entre la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la presentación de quejas ante el Defensor del
Consumidor no se exige ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los
siguientes datos del reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2. Identificación 3. Domicilio



28/9/21 8:28 Correo: Juzgado 14 Administrativo - Valle Del Cauca - Cali - Outlook
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(dirección y ciudad) 4. Descripción de los hechos y/o derechos que considere que le han sido
vulnerados. De igual forma puede hacer uso del App "Defensoría del Consumidor Financiero"
disponible para su descarga desde cualquier smartphone, por Play Store o por App Store.
Fiduprevisora S.A. remite la información contenida en este mensaje de datos por considerar que es de
su interés.
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Al contestar por favor cite: 

Radicado No.: 20211182660841 

Fecha: 27-09-2021 

 

Señores 

JUZGADO 14 ADMNISTRATIVO ORAL DE CALI 

E. S. D. 

 

PROCESO: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: MARIA ELISA RIASCOS RIASCOS 

DEMANDADO: NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO -FOMAG 

RADICADO:   76001333301420200000100 

 

 

ASUNTO: CONTESTACIÓN DE DEMANDA 

 

GIOMAR ANDREA SIERRA CRISTANCHO abogada en ejercicio, mayor de edad, identificada 

con  Cédula de Ciudadanía No. 1.022.390.667 y portadora de la tarjeta profesional No. 

288.886 actuando en calidad de apoderada sustituta del MINISTERIO DE EDUCACIÓN 

NACIONAL, conforme consta en el memorial poder de sustitución suscrito (Únicamente para 

la presente actuación) por el doctor LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS, abogado titulado, 

mayor de edad, identificado con la Cédula de Ciudadanía No. 80.211.391 de Bogotá 

D.C.,  y portador de la Tarjeta Profesional No. 250.292 del C.S. de la J., en su la calidad de 

APODERADO GENERAL de la mencionada entidad, en los términos señalados por la Escritura 

Publica No. 522 de 28 de marzo de 2019, otorgada por la Notaría treinta y cuatro (34) del 

Círculo de Bogotá D.C y aclarada igualmente por escritura No. 1230 de fecha 11 de 

Septiembre de 2019; por medio del documento me permito presentar contestación dentro 

del presente asunto, conforme a las siguientes consideraciones:  

 

I. A LOS HECHOS 

 

PRIMERO: Es cierto.  

 

SEGUNDO: Es cierto. 

 

TERCERO: No es cierto, por cuanto sus cesantías fueron puestas a disposición de la 

demandante el 20 de noviembre de 2017.  

 



 
 

 
                                                      

  

CUARTO: No es un hecho, sino que corresponde a una apreciación subjetiva de la parte 

demandante, que deberá ser debidamente probada como sustento de las pretensiones 

del medio de control. 

 

QUINTO: Es cierto. 

II. A LAS PRETENSIONES 

 

Me opongo a que prosperen todas y cada una de las pretensiones presentadas dentro de 

la demanda por carecer de sustento fáctico y legal, como se demostrará a continuación y 

así mismo solicito de manera respetuosa al despacho ABSOLVER a la NACION- MAGISTERIO 

DE EDUCACIÓN – FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO de todo cargo.   

 

DECLARATIVAS 

 

A LA PRETESIÓN 1: Me opongo a que se DECLARE la nulidad y existencia de un acto ficto 

presunto y en consecuencia que se declare que la accionante tiene derecho al pago de 

sanción por mora a cargo de los recursos propios de mi representada, toda vez que, no es 

legalmente viable determinar que la culpa recae de manera directa en la entidad que 

represento, ya que el ente territorial empleador tiene la responsabilidad de manera directa 

en el retraso de tiempo para el pago oportuno de las cesantías de conformidad con lo 

expuesto en la normativa vigente. 

 

A LA PRETENSIÓN 2: Me opongo a que se declare que la accionante tiene derecho al pago 

de sanción por a cargo de los recursos propios de mi representada, toda vez que, no es 

legalmente viable determinar que la culpa recae de manera directa en mi representada, 

ya que el ente territorial empleador es quien tiene la responsabilidad de manera directa en 

el retraso de tiempo para el pago oportuno de las cesantías de conformidad con lo 

expuesto en la normativa vigente. 

 

A TITULO DE RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

 

A LA PRETENSIÓN 1: Me opongo a que se condene a la NACION- MINISTERIO DE EDUCACIÓN 

– FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, al pago de la sanción moratoria en 

favor de la parte actora, toda vez que no existe en el proceso, sentencia judicial que 

declare la existencia de la mora, así como tampoco acto administrativo en el cual ordene 

el pago de algún dinero. 

 

A LA PRETENSIÓN 2: Me opongo a la declaratoria y condena por concepto de intereses 

moratorios, toda vez que, en el presente caso, no se evidencian sumas a favor de la 

demandante que puedan ser objeto de indexación o corrección monetaria. De otro lado, 

cabe advertir que, de generarse dicho concepto, se estaría imponiendo a la administración 

una doble sanción, lo que conlleva en un detrimento del patrimonio económico 

injustificado del estado, afectando de manera directa y tajante el principio constitucional 

de sostenibilidad financiera, sostenibilidad y economía fiscales. 

 



 
 

 
                                                      

  

A LA PRETENSIÓN 3: Me opongo a la declaratoria y condena por concepto de intereses, 

toda vez que, en el presente caso, no se evidencian sumas a favor de la demandante que 

puedan ser objeto de indexación o corrección monetaria. De otro lado, cabe advertir que, 

de generarse dicho concepto, se estaría imponiendo a la administración una doble 

sanción, lo que conlleva en un detrimento del patrimonio económico injustificado del 

estado, afectando de manera directa y tajante el principio constitucional de sostenibilidad 

financiera, sostenibilidad y economía fiscales. 

 

A LA PRETENSIÓN 4: Me opongo debido a que, al ser esta pretensión legitimada como 

efecto de las anteriores, al no prosperar las pretensiones que anteceden, indefectiblemente 

la condena en costas no está llamada a prosperar. 

 

III. FUNDAMENTOS DE DEFENSA 

 

Sea lo primero advertir, que la Constitución Política de Colombia, en su artículo 671 

contempla la educación como un derecho a la persona y un servicio público que tiene 

una función social.  

 

Así, mismo la Honorable Corte Constitucional en Sentencia C 506 de 20062 indica que:  

 

“Con la entrada en vigencia de la Ley 91 de 1989, era consecuente que buscando 

establecer las responsabilidades en la cancelación de las prestaciones sociales de 

los docentes se diera claridad y unificara el régimen pensional en función del 

margen de configuración normativa que le asiste al legislador por la entrada en 

vigencia de una nueva ley, es decir, regulatoria de las situaciones futuras y bajo el 

respeto de las situaciones consolidadas”.  

 

Ahora bien, el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio fue creado mediante 

la Ley 91 de 1989, la cual en su artículo tercero señala que: 

 

“Artículo  3º.- Créase el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, como una cuenta especial de la Nación, con independencia 

patrimonial, contable y estadística, sin personería jurídica, cuyos recursos 

serán manejados por una entidad fiduciaria estatal o de economía mixta, 

en la cual el Estado tenga más del 90% del capital. Para tal efecto, el 

Gobierno Nacional suscribirá el correspondiente contrato de fiducia 

mercantil, que contendrá las estipulaciones necesarias para el debido 

cumplimiento de la presente Ley y fijará la Comisión que, en desarrollo del 

mismo, deberá cancelarse a la sociedad fiduciaria, la cual será una suma 

fija, o variable determinada con base en los costos administrativos que se 

                                                           
1
 “Artículo 67. La educación es un derecho de la persona y un servicio público que tiene una función social; con ella se busca el 

acceso al conocimiento, a la ciencia, a la técnica, y a los demás bienes y valores de la cultura.” 
2
 Sentencia C 506 de 2006. M.P. Clara Inés Vargas Silva. Corte Constitucional.  



 
 

 
                                                      

  

generen. La celebración del contrato podrá ser delegada en el Ministro de 

Educación Nacional.”3  

 

De acuerdo a la normativa previamente señalada,  es imperioso resaltar que el 

correspondiente contrato de Fiducia Mercantil4 fue suscrito por el Gobierno Nacional junto 

con la FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A., la cual actúa como vocera y administradora de los 

recursos del FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO o fidecomiso.                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                             

 

De otro lado, se tiene de manera concreta la estipulación que la normatividad ha realizado 

respecto del régimen prestacional a los educadores nacionales más concretamente el 

pago de las cesantías a lo que tienen derecho, de la siguiente manera:   

 

Al respecto, el artículo 20 de la Ley 244 de 19955, establece las formas de liquidación y plazos 

para el pago de las cesantías a que tienen derecho los maestros: 

 

“ARTÍCULO 2o. <Artículo subrogado por el artículo 5o. de la Ley 1071 de 2006. El 

nuevo texto es el siguiente:> La entidad pública pagadora tendrá un plazo 

máximo de cuarenta y cinco (45) días hábiles, a partir de la cual quede en firme 

el acto administrativo que ordena la liquidación de las cesantías definitivas o 

parciales del servidor público, para cancelar esta prestación social, sin perjuicio 

de lo establecido para el Fondo Nacional de Ahorro. 

 

PARÁGRAFO. En caso de mora en el pago de las cesantías definitivas o 

parciales de los servidores públicos, la entidad obligada reconocerá y 

cancelará de sus propios recursos, al beneficiario, un día de salario por cada 

día de retardo hasta que se haga efectivo el pago de las mismas, para lo cual 

solo bastará acreditar la no cancelación dentro del término previsto en este 

artículo. Sin embargo, la entidad podrá repetir contra el funcionario, cuando 

se demuestre que la mora en el pago se produjo por culpa imputable a este.” 

 

Por otro lado, no se desconoce por parte de esta apoderada judicial la existencia de la 

Sentencia SU 336 del 18 de mayo de 2017, proferida por la Sala Plena de la Corte 

Constitucional, Magistrado Ponente Ivan Humberto Escrucerìa Mayolo. Sentencia que 

sostuvo: 

 

(…) Por ser un derecho del cual es sujeto todo trabajador sin distinción alguna, 

la Sala concluye que en aplicación de los postulados constitucionales, la 

jurisprudencia de esta Corporación sobre la naturaleza de las cesantías y a la 

luz de los tratados internacionales ratificados por Colombia, a los docentes 

                                                           
3
Ley 91 de 1989. (Diciembre 29) Reglamentada Parcialmente por el Decreto Nacional 3752 de 2003. Por la cual se 

crea el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 
4 Contrato de Fiducia Mercantil protocolizado en la escritura pública No. 83 del 21/06/1990. Suscrito entre el 

Ministerio de Educación Nacional y Fiduprevisora.  
5 Por medio de la cual se fijan términos para el pago oportuno de cesantías para los servidores públicos, se 

establecen sanciones y se dictan otras disposiciones. 

https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?dt=S&i=11036#0


 
 

 
                                                      

  

oficiales les es aplicable el régimen general contenido en la Ley 244 de 1995, 

modificado por la Ley 1071 de 2006, que contempla la posibilidad de 

reconocer a favor de estos la sanción por el pago tardío de las cesantías 

previamente reconocidas (…)  

 

Descendiendo al caso que nos ocupa, y si la posición del despacho es la de acoger la 

sentencia antes mencionada, es claro indicar que la Ley 1071 de 20066, en su artículo 50, 

expresa,  

 

“La entidad pública pagadora tendrá un plazo máximo de cuarenta y cinco 

(45) días hábiles, a partir de la cual quede en firme el acto administrativo que 

ordena la liquidación de las cesantías definitivas o parciales del servidor 

público…”.  

 

Con el anterior pronunciamiento, se puede evidenciar que no reposa dentro del 

expediente prueba idónea que logre demostrar que la entidad incurrió en mora del pago 

de las cesantías parciales, pues se estaba supeditado a que el acto administrativo quedará 

en firme y luego proceder a realizar dicho pago. Razón por la cual se deben despachar de 

manera desfavorable las pretensiones de la demanda. 

 

De tal suerte que las radicaciones de solicitudes de reconocimiento de prestaciones deben 

ser radicadas en la Secretaría de Educación de la respectiva entidad territorial, de 

conformidad con la Sociedad Fiduciaria encargada de administrar los recursos del Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio.  

 

En este caso, el fondo es el que tiene la función del pago de prestaciones, sin embargo, la 

expedición del acto corresponde a las Secretarías de Educación y por otro lado se 

encarga a una sociedad fiduciaria de la administración de los recursos del fondo, y pagar 

las prestaciones sociales.  

 

Con lo cual, será la entidad Fiduciaria quien deberá proceder con los pagos prestaciones, 

luego de contar con el acto administrativo emitido por la respectiva secretaria, previo el 

trámite legal para su concesión que compromete el reporte de todos los entes 

comprometidos dentro del salario del docente conforme a derecho y a la mayor brevedad 

posible según la disponibilidad de los recursos provenientes del Ministerio de Hacienda y 

Crédito Público.  

 

Al respecto, debemos precisar que el Decreto 2831 de 20057, consagró el procedimiento 

exclusivo para el reconocimiento de las prestaciones sociales de los docentes afiliados al 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, sin realizar discriminación alguna 

respecto del tipo de prestación que se tramite por dicho procedimiento, quedando 

                                                           
6 Por medio de la cual se adiciona y modifica la Ley 244 de 1995, se regula el pago de las cesantías definitivas o 

parciales a los servidores públicos, se establecen sanciones y se fijan términos para su cancelación. 
7 por el cual se reglamentan el inciso 2° del artículo 3° y el numeral 6 del artículo 7° de la Ley 91 de 1989, y el 

artículo 56 de la Ley 962 de 2005, y se dictan otras disposiciones. 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=315#0
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=299#3
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=299#7
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=17004#56


 
 

 
                                                      

  

entonces las cesantías sujetas a aquel y excluidas por disposición expresa las primas 

contenidas en el parágrafo 2 de numeral 4 del artículo 15 de la misma ley.  

 

En tal sentido, se encuentra que existe una diferencia entre los trámites contenidos en el 

Decreto 2831 de 2005 y la Ley 1071 de 2006, sin embargo, en este tipo de asuntos se debe 

dar aplicación prevalente y preferencial al Decreto 2831 de 2005 por tratarse de una norma 

de carácter especial y de un procedimiento exclusivo.  

 

Conforme a lo señalado, el pago se realiza cuando exista la disponibilidad presupuestal 

estricto orden cronológico de aprobación y recepción de las resoluciones de acuerdo con 

la disponibilidad presupuestal con la que cuente de los recursos provenientes del Ministerio 

de Hacienda y Crédito, y esta sujeción, es la que precisamente influye en el pago tardío 

que aduce la demandante, así como también en la falta de cumplimiento del ente 

territorial en las fechas estipuladas.  

 

Se advierte igualmente, en estricto sensu que el principio de sostenibilidad financiera el 

cual es prioridad indispensable en un Estado Social de Derecho, teniendo en cuenta que 

es el eje fundamental para lograr un adecuado financiamiento del sistema del estado en 

genera. La corte en múltiples oportunidad ha establecido que este principio  tiene como 

característica principal “que permite lograr la cobertura universal”8, por ello y aterrizado al 

caso sub – examine si se llegaré a configurar a mora solicitada así como también condena 

en costas y/o indexación se afectaría de manera directa las garantías del estado social de 

derecho con el cumplimiento de deberes a sus ciudadanos, tales como inversión de esos 

recursos en propiedades conexas con la vida e integridad de la comunidad en general.  

 

En tal sentido, cabe mencionar que conforme con el Acto Legislativo 03 de 2011 el Estado 

fortalece la normatividad referente al principio del equilibrio financiero consagrado en el 

artículo 48 de la Constitución Política de Colombia, debido a que obligo a todos los órganos 

y ramas del poder público a orientar sus actividades dentro de un marco de sostenibilidad 

fiscal.  

 

En tal sentido, el Acto Legislativo 01 de 2005, afirmó que los principios de sostenibilidad 

financiera, y sostenibilidad fiscal tenían un rango constitucional, lo cual implicó que cada 

ley que se expida con posterioridad a éste deberá regirse por un marco de sostenibilidad 

de las disposiciones que allí se establezcan. Es decir, determino que las decisiones que se 

tomaran en vigencia de dichos actos legislativos debían fundarse en la protección de estos 

principios de carácter constitucional a fin de no contrariar a la carta magna, ello teniendo 

como horizonte los fines sociales del Estado. 

Ahora bien, respecto a la pretensión dirigida a la indexación de las condenas, se pone de 

presente al despacho que el Consejo de Estado mediante sentencia de unificación con 

                                                           
8
 Referencia: Expediente T-6.822.997.  Acción de tutela presentada por la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y 

Contribuciones Parafiscales de la Protección Social -UGPP- contra el Juzgado Primero Promiscuo de Familia de Sincelejo (hoy 

Juzgado Primero de Familia de Sincelejo). Magistrado ponente: CARLOS BERNAL PULIDO. Fecha: Veinticinco (25) de febrero de dos 

mil diecinueve (2019) 
 



 
 

 
                                                      

  

radicado No. 73001-23-33-000-2014-00580-019 en lo relativo a la indexación de la sanción 

por mora, señalo expresamente la incompatibilidad entre la indexación y la sanción por 

mora y para el efecto es preciso traer a colación lo que el máximo órgano de cierre en lo 

contencioso administrativo ha dado al fenómeno de indexación:  

 

 (…) Esta figura, nace como una respuesta a un fenómeno económico derivado del 

proceso de depreciación de la moneda, cuya finalidad última es conservar en el 

tiempo su poder adquisitivo, de manera que, en aplicación de principios como el 

de equidad y de justicia, de reciprocidad contractual, el de integridad del pago y 

el de reparación integral del daño, el acreedor de cualquier obligación de 

ejecución diferida en el tiempo esté protegido contra sus efectos nocivos. (…) 

 

En lo atinente a la compatibilidad de la sanción por mora con la indexación, el Consejo de 

Estado nos dejó las siguientes enseñanzas: 

  

(…) A partir de lo anterior, es posible sacar las siguientes conclusiones relativas a los 

fines de la sanción moratoria: i) La sanción moratoria se consagró con el fin de 

conminar a las entidades encargadas al pago oportuno de la prestación social del 

auxilio de cesantías, ya que generalmente como consecuencia de la burocracia, la 

tramitología era común la demora en el citado pago y, ii) en el momento de recibir 

el pago efectivo de la prestación social, únicamente se pagaba lo certificado por 

la entidad pagadora meses o años atrás, cuando el dinero había perdido su poder 

adquisitivo, por lo cual, la disposición buscó que la administración expidiera la 

resolución en forma oportuna y expedita para evitar el retardo en el citado pago y 

sus consecuencias desfavorables para el trabajador. 

De este modo, la jurisprudencia del Consejo de Estado igualmente ha caracterizado 

la sanción moratoria por el pago extemporáneo de las cesantías como una multa a 

favor del trabajador y en contra del empleador estatuida con el objeto de reparar 

los daños causados al primero por el incumplimiento en el plazo para el pago, en los 

siguientes términos: 

«La indemnización moratoria de que trata la Ley 244 de 1995, como ya se anunció, 

es una multa a cargo del empleador y a favor del empleado, establecida con el fin 

de resarcir los daños que se causan a este último con el incumplimiento en el pago 

de la liquidación definitiva del auxilio de cesantía en los términos de la citada 

Ley.172» 

 

Visto lo anterior, es preciso concluir que la sanción moratoria por pago 

extemporáneo de las cesantías es una sanción o penalidad cuyo propósito es 

procurar que el empleador reconozca y pague de manera oportuna la 

mencionada prestación, más no mantener el poder adquisitivo de la suma de dinero 

que la representa y con ella, la capacidad para adquirir bienes y servicios o lo que 

la ley disponga como su propósito. (…)  

                                                           
9
 Consejo de Estado Sala de lo Contencioso Administrativo Sección Segunda Subsección B Conseja ponente: SANDRA LISSET IBARRA 

VÉLEZ Bogotá D. C. dieciocho (18) de julio de dos mil dieciocho (2018). Radicación número: 73001-23-33-000-2014-00580-01(4961-

15).  



 
 

 
                                                      

  

 

Más adelante concluye: 

 

(…) En tal sentido, al no tratarse de un derecho laboral, sino de una penalidad de 

carácter económica que sanciona la negligencia del empleador en la gestión 

administrativa y presupuestal para reconocer y pagar en tiempo la cesantía, no es 

procedente ordenar su ajuste a valor presente, pues, se trata de valores monetarios 

que no tienen intención de compensar ninguna contingencia relacionada con el 

trabajo ni menos remunerarlo.” (…) (Subrayado fuera de texto original). 

 

Siguiendo con la discusión, el artículo 18710 del Código de Procedimiento Administrativo y 

Contencioso Administrativo asevera que las condenas al pago o devolución de una 

cantidad líquida de dinero se ajustarán tomando como base el Índice de Precios al 

Consumidor lo cual no debe ser aplicable al caso en concreto en vista que eso implicaría 

la indexación de la sanción por mora que valga reiterar, son incompatibles entre sí, aunado 

a que la mentada indexación se encuentra proscrita por vía jurisprudencial y hace mucho 

más gravosa la situación de la administración, pues pasa por alto que este emolumento no 

solo cubre la actualización monetaria sino que es superior a dicho valor. 

 

Así las cosas, y como último planteamiento jurídico - procesal de suma relevancia para el 

caso que nos ocupa en pro de la defensa de mi representada, se tiene que la Ley 1955 de 

201911 en su artículo 57 parágrafo igual menciona que:  

 

“La entidad territorial será responsable del pago de la sanción por mora en el pago 

de las cesantías en aquellos eventos en los que el pago extemporáneo se genere 

como consecuencia del incumplimiento de los plazos previstos para la radicación o 

entrega de la solicitud de pago de cesantías por parte de la Secretaría de 

Educación territorial al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. En 

estos eventos el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio será 

responsable únicamente del pago de las cesantías.” 

 

Es decir que, dentro de la puntualización jurídica plasmada con antelación, se refleja la 

responsabilidad y obligación de pago de sanción mora al ente territorial que de manera 

extemporánea expide la Resolución que otorga la cesantía.  

 

Siendo este eje fundamental para  la toma de decisión de su Honorable Despacho, pues 

como se entrevé  para el caso objeto de Litis, el ente territorial se extralimito en expedir 

                                                           
10

 (…) ARTÍCULO 187. CONTENIDO DE LA SENTENCIA. La sentencia tiene que ser motivada. En ella se hará un breve resumen de la 

demanda y de su contestación y un análisis crítico de las pruebas y de los razonamientos legales, de equidad y doctrinarios 

estrictamente necesarios para fundamentar las conclusiones, exponiéndolos con brevedad y precisión y citando los textos legales 

que se apliquen. En la sentencia se decidirá sobre las excepciones propuestas y sobre cualquiera otra que el fallador encuentre 

probada El silencio del inferior no impedirá que el superior estudie y decida todas la excepciones de fondo, propuestas o no, sin 

perjuicio de la no reformatio in pejus. Para restablecer el derecho particular, la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo podrá 

estatuir disposiciones nuevas en reemplazo de las acusadas y modificar o reformar estas. Las condenas al pago o devolución de 

una cantidad líquida de dinero se ajustarán tomando como base el Índice de Precios al Consumidor. (…) 
 
11 Por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022. “Pacto por Colombia, Pacto por la Equidad” 



 
 

 
                                                      

  

dicho acto administrativo a sabiendas que la normatividad otorgó el término de 15 días 

para su conducta, configurándose a todas luces la responsabilidad del pago de sanción 

por mora en el caso bajo estudio, siendo necesario el arrimo a este proceso de la Secretaria 

de Educación Territorial a la que se encuentra adscrito el accionante, para que reconozca 

dicho actuar y se decrete su falta a través de sentencia.  

 

Así como también, la misma Ley plasmó:  

 

“PARÁGRAFO TRANSITORIO. Para efectos de financiar el pago de las sanciones por 

mora a cargo Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio causadas a 

diciembre de 2019, facúltese al Ministerio de Hacienda y Crédito Público para emitir 

Títulos de Tesorería que serán administrados por una o varias sociedades fiduciarias 

públicas; así mismo, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público definirá la 

operación, las reglas de negociación y pago de los mismos. El Consejo Directivo del 

FOMAG efectuará la adición presupuestal de los recursos de los que trata el 

presente parágrafo. 

La emisión de bonos o títulos no implica operación presupuestal alguna y solo debe 

presupuestarse para efectos de su redención.” 

 

Por tanto, solicito que en el evento que llegase a imponerse condena sobre sanción por 

mora en la entidad que represento en sede judicial, esta sea con cargo a los Títulos de 

Tesorería emitidos por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, y no con cargo a los 

recursos del FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, de acuerdo 

a lo plasmado en el parágrafo transitorio del mencionado Plan Nacional de Desarrollo, ya 

que la mora eventualmente se causó antes del mes de diciembre del año 2019. 

 

Lo anterior, teniendo en cuenta que el MINISTERIO DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO emitió 

el Decreto 2020 del 06 de noviembre de 2019, en el que se aprueba la emisión de dichos 

títulos. 

IV. EXCEPCIONES DE MERITO 

 

Retomando lo señalado, es importante señor Juez advertir que las excepciones que se 

proponen a continuación intentan delimitar la controversia judicial en primer debate y 

salvaguardar los intereses de la NACIÓN – MIINSTERIO DE EDUCACIÓN y FONDO NACIONAL 

DE PRESTACIONES SOCILES DEL MAGISTERIO.  

1. LEGALIDAD DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS ATACADOS DE NULIDAD 

 

Los actos Administrativos emitidos por la entidad se encuentran ajustados a derecho, se 

profirió en estricto seguimiento de las normas legales vigentes ya aplicables al caso de la 

demandante, sin que se encuentre viciado de nulidad alguna. 

 

Dichos actos no gozan de vicios que lo ataquen de fondo o de forma, pues fueron 

expedidos en debida forma con todas las rituales que contempla la norma, sin que se 

pueda alegar su legalidad.  

 



 
 

 
                                                      

  

2. IMPROCEDENCIA DE LA INDEXACIÓN DE LAS CONDENAS 

  

La NACION- MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO, pagó la obligación ajustada a los preceptos legales vigentes al momento del 

reconocimiento de la prestación principal, el pago efectivo extingue cualquier obligación 

accesoria.  

 

Es necesario, precisar que para el caso en concreto no existen valores que fueren 

adeudados por la NACION- MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO, sobre los cuales se debe aplicar corrección o valorización 

monetaria alguna.  

 

Así mismo, cabe mencionar que de encontrar su señoría que le asistiera el derecho del 

reconocimiento de la sanción mora, esta pretensión no es subsidiaria de la indexación de 

las condenas, lo anterior, teniendo en cuenta el precedente jurisprudencial citado en los 

numerales anteriores, el cual, ha regulado que lo expresado en el artículo 187 del CPACA 

en su inciso final, no le es aplicable en el caso en concreto, toda vez, que la indexación de 

la sanción mora, son inaplicables entre sí, dado que la misma pretensión principal es una 

sanción que se le causa al ente público, y no debe causarse una doble sanción sobre un 

mismo derecho.  

 

Además, debemos precisar, que la indexación se encuentra proscrita por vía jurisprudencial 

y en tal sentido hace mucho más gravosa la situación económica de la administración, 

pues pasa por alto que este emolumento no solo cubre la actualización monetaria al 

momento del pago, sino que también supera el valor que se debiera cancelar, carga que 

le será excesiva para la administración. 

 

3. CADUCIDAD 

 

De acuerdo a esta excepción, es notable de acuerdo al  No. 3 del artículo 136 del Código 

Contencioso Administrativo12 que no existe termino de caducidad en los actos fictos o 

presuntos y para el caso sub – examine es incierta la afirmación y pretensión del accionante 

y su apoderado, pues en caso que se hubiese dado contestación de la solicitud del pago 

de la sanción moratoria se quebrantaría el andar jurídico de ficto o presunto para recrearse 

un debate jurídico de agotamiento de vía gubernativa y contabilidad de términos de 

acuerdo al artículo 136 No. 213 de cuatro (4) meses para interponer acción de nulidad y 

restablecimiento del derecho pretendida en la presente.  

 

                                                           
12

 “ARTÍCULO 136. Caducidad de las acciones. 3. La acción sobre los actos presuntos que resuelvan un recurso podrá interponerse 

en cualquier tiempo.” 
 
13

 “ARTÍCULO 136. Modificado por el art. 23, Decreto Nacional 2304 de 1989 , Modificado por el art. 44, Ley 446 de 1998 Caducidad 

de las acciones. 2. La de restablecimiento del derecho caducará al cabo de cuatro (4) meses contados a partir del día siguiente 

al de la publicación, notificación, comunicación o ejecución del acto, según el caso. Sin embargo, los actos que reconozcan 

prestaciones periódicas podrán demandarse en cualquier tiempo por la administración o por los interesados, pero no habrá lugar 

a recuperar las prestaciones pagadas a particulares de buena fe.” 
 

https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjurMantenimiento/normas/Norma1.jsp?i=6542#1
https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjurMantenimiento/normas/Norma1.jsp?i=3992#1


 
 

 
                                                      

  

En este orden de ideas, solicito en esta instancia su señoría que a petición de la suscrita o 

de oficio se solicite certificación donde conste o no contestación del derecho de petición 

de solicitud de pago de mora.  

 

4. PRESCRIPCION 

 

Sin que implique reconocimiento de los hechos y pretensiones aducidos por la 

demandante, se propone esta excepción correspondiente a cualquier derecho que se 

hubiere causado en favor de este y que de acuerdo con las normas quedará cobijado por 

el fenómeno de la prescripción, indicando que la misma consiste en la formalización de 

una situación de hecho por el paso del tiempo, lo que produce la adquisición o la extinción 

de una obligación. Esto quiere decir que el derecho a desarrollar una determinada acción 

puede extinguirse cuando pasa una cierta cantidad de tiempo y se produce la 

prescripción. 

 

Por su parte el artículo 151 de Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, 

Decreto-Ley 2158 DE 1948, dispone: 

 

ARTICULO 151. PRESCRIPCION. Las acciones que emanen de las leyes sociales 

prescribirán en tres años, que se contarán desde que la respectiva obligación 

se haya hecho exigible. El simple reclamo escrito del trabajador, recibido por el 

{empleador}, sobre un derecho o prestación debidamente determinado, 

interrumpirá la prescripción, pero sólo por un lapso igual. 

 

Por su parte el CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN 

SEGUNDA14, sostuvo:  

“… 

En este orden de ideas, si bien en virtud del artículo 53 de la Constitución 

Política14 los beneficios laborales mínimos de los trabajadores comportan 

carácter irrenunciable, el legislador ha previsto la prescripción extintiva de esos  

derechos, fundamentalmente con el propósito constitucional de salvaguardar 

la seguridad jurídica en relación con litigios que han de ventilarse ante los 

jueces frente a la inactividad del servidor de reclamar su pago oportunamente. 

Por lo tanto, para que opere el fenómeno prescriptivo se requiere que 

transcurra el interregno preestablecido durante el cual no se hayan realizado 

las correspondientes solicitudes.” 

 

En este acápite es importante resaltar que la prescripción su señoría se debe contabilizar 

desde el día en que se solicitó las cesantías y luego del cumplimiento del día hábil siguiente 

indicado por la normatividad, es decir 65 o 70 días hábiles, teniendo en cuenta el caso 

concreto. 

 

                                                           
14

 CONSEJO DE ESTADO-SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO-SECCIÓN SEGUNDA; Radicación número: 23001-23-33-000-

2013-00260-01(0088-15) CE-SUJ2-005-16; veinticinco (25) de Agosto de dos mil dieciséis (2016) Consejero ponente: CARMELO 

PERDOMO CUÉTER. 



 
 

 
                                                      

  

De lo anterior se intuye que se solicita la cesantía y se contabiliza el término que se tiene 

para el pago de ahí a partir del día siguiente o sea día 71 se contabiliza el término que tiene 

el docente para la reclamación del pago de su cesantía y no como se asevera desde el 

día en que se paga la cesantía. Pues la normatividad es de pleno conocimiento de los 

maestros y saben que solo se tiene 70 días hábiles para el pago de su cesantía si transcurre 

más tiempo y no reclaman el pago su actuación es dolosa para que se genere más 

cantidad de sanción mora, benéfica monetariamente para ellos.  

 

5. COBRO DE LO NO DEBIDO  

 

Solicito al despacho declarar probada la presente excepción, por cuanto en caso de pros-

perar las pretensiones de la demanda, debe tenerse presente que el accionante persigue 

el pago de 34 días de mora, siendo que en realidad serian 24 días, configurándose de esta 

forma el cobro de lo NO debido. 

 

6. COMPENSACIÓN – DEDUCCIÓN DE PAGOS 

 

De cualquier suma de dinero que resulte probada en el proceso a favor del demandante 

y que haya sido pagada por mi representada o esté en proceso administrativo de pago.  

7. EXCEPCIÓN GENÉRICA. 

 

En virtud del alcance del principio de búsqueda de la verdad formal en materia de 

excepciones, frente a los poderes oficiosos del juez es necesario afirmar que lo fundamental 

no es la relación del hecho que configuran una determinada excepción, sino la prueba de 

estos, por ende, si el juez encuentra probados los hechos que lo constituyen deberá 

reconocerla oficiosamente. 

 

Por lo anterior, solicito al señor juez ordenar de oficio la práctica de las pruebas pertinentes, 

así como declarar oficiosamente, las excepciones que aparezcan probadas de 

conformidad con el ordenamiento procesal. 

 

8. FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA 

 

Teniendo en cuenta lo dispuesto por la Ley 1955 de 2019 parágrafo igual artículo 5715, en el 

cual se indica que “la entidad territorial será responsable del pago de la sanción por mora 

en el pago de las cesantías en aquellos eventos en los que el pago extemporáneo se 

genere como consecuencia del incumplimiento de los plazos previstos para la radicación 

o entrega de la solicitud de pago de cesantías por parte de la Secretaría de Educación 

territorial al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio” y como el caso objeto 

de Litis se configura de manera directa y sin lugar a dudas lo dicho por demora de 

expedición de acta administrativo que reconoce dicha cesantía, se solicita a su Honorable 

Despacho sea probada dicha excepción toda vez que la demora que configura sanción 

da inició en el ente territorial, facultando a mi representada a solicitar la no acción 

                                                           
15 Por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022. “Pacto por Colombia, Pacto por la Equidad” 



 
 

 
                                                      

  

consecutiva del presente proceso pues no estuvo en nuestro resorte la expedición de dicha 

Resolución.  

V. PRUEBAS 

 

Solicito que se tenga como acerbo probatorio las documentales aportadas en la demanda 

y que hagan referencia a mi representada y las que se acompañan tales como: 

 

- Certificado de pago de cesantías 

 

VI. ANEXOS 

 

- Poder conferido a mi favor, junto con la representación Legal. 

 

VII. PETICION 

 

Solicito que previo traslado para alegar de conclusión se profiera sentencia anticipada, 

teniendo en cuenta para ello que, en el presente asunto se reúnen los presupuestos 

contemplados por el artículo 182 A del Código de Procedimiento Administrativo y de 

Contencioso Administrativo, adicionado por el artículo 42 de la Ley 2080.  

  

En efecto, nótese que a la fecha no se ha evacuado la audiencia inicial, aunado al hecho 

que, las pruebas a decretar y practicar solo son documentales, sobre las cuales, es de 

resaltar, las partes no han manifestado reparo alguno, circunstancia por la cual, el 

despacho se encuentra facultado para proferir la sentencia que en derecho corresponda 

sin tener que agotar cada una de las etapas previstas en el artículo 179 Ibídem.  

  

Sobre el particular, la norma en su parte pertinente reza:  

  

“Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada:  

  

1. Antes de la audiencia inicial: (…)  c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las 

documentales aportadas con la demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese 

formulado tacha o desconocimiento. (…)”  

 

Finalmente, resulta pertinente recordar que por regla general las leyes procesales se aplican 

en forma inmediata, salvo cuando han empezado a correr términos, o se han empezado 

actuación o diligencia conforme a la ley procesal derogada o modificada, luego el artículo 

42 de la Ley 2080 cuya aplicación se invoca en el presente escrito, ya está rigiendo. 

 

 

 

 

 

 

 



 
 

 
                                                      

  

VII. NOTIFICACIONES 

 

La entidad demandada recibe notificaciones en la Fiduciaria la Previsora S.A., ubicada en 

la Calle 72 No. 10-03 Bogotá, y al correo electrónico notjudicial@fiduprevisora.com.co y 

t_gsierra@fiduprevisora.com.co  

 

Del señor(a) Juez,  

 

Cordialmente, 

 

 

 

 

GIOMAR ANDREA SIERRA CRISTANCHO 

C.C. 1.022.390.667 de Bogotá 

T.P. 288.886 del C. S. de la J. 

 

 

mailto:notjudicial@fiduprevisora.com.co
mailto:t_gsierra@fiduprevisora.com.co


 
 
 

 

Sírvase remitir las notificaciones a los correos electrónicos: notjudicial@fiduprevisora.com.co y/o 
procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co  

          No. 21850 

Señor(es): 

JUZGADO 014 ADMINISTRATIVO DE CALI 

 E.   S.    D. 

 

 

REFERENCIA: SUSTITUCIÓN DE PODER 
Radicado: 76001333301420200000100 
Demandante(s): MARIA ELISA RIASCOS RIASCOS 
Demandado(s): LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. 
 
LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS, identificado civil y profesionalmente como aparece junto a mi firma, actuando en calidad de apoderado 
de: 
 

 LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL, N.I.T.: 899.999.001-7, representada por el Doctor LUIS GUSTAVO 
FIERRO MAYA Jefe de la Oficina Asesora Jurídica, en ejercicio de las facultades a él conferidas a través de la Resolución No. 
015068 del 28 de agosto de 2018 y 02029 del 04 de marzo de 2019, expedida por la MINISTRA DE EDUCACIÓN NACIONAL, 
lo dispuesto en el Artículo 9 de la Ley 489 de 1998 y demás normas concordantes;  conforme al Poder General otorgado 
mediante Escritura Pública No. 522 de 28 de marzo de 2019, protocolizada en la notaria 34 del circulo de Bogotá, aclarada 
por la escritura pública No. 0480 de 03 de mayo de 2019, protocolizada en la notaria 28 del circulo de Bogotá, finalmente  
aclarada por la escritura pública No. 1230 del 11 de septiembre de 2019, protocolizada en la notaria 28 del circulo de Bogotá. 

 
y/o 

  

 FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. N.I.T.: 860.525.148-5 en su calidad de vocera y administradora del Patrimonio Autónomo 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, conforme al Poder General otorgado por su 
Representante Legal, Doctor CARLOS ALBERTO CRISTANCHO FREILE, a través de la Escritura Pública No. 1590 del 27 de 
diciembre de 2018, Escritura Pública No. 044 del 25 de enero de 2019 y Escritura Pública No. 0063 del 31 de enero de 2019, 
todas protocolizadas en la Notaría Veintiocho del Circulo Notarial de Bogotá D.C. 

 
Manifiesto a su despacho que sustituyo poder al (la) abogado (a)  GIOMAR ANDREA SIERRA CRISTANCHO, identificado (a)  civil y 
profesionalmente como aparece junto a su firma, con las mismas facultades a mi conferidas, incluida la de sustituir. 
 
Me permito informar a su despacho que el presente apoderamiento no genera costo alguno por concepto de honorarios a favor del 
apoderado, toda vez que se encuentra dentro del ejercicio de sus funciones. 
 
La presente sustitución se presume autentica de conformidad con el Inciso Segundo del Artículo 74 del Código General del Proceso 
 
Por lo anterior, le solicito se sirva aceptar esta petición en los términos y para los fines descritos. 

 
Cordialmente, 
 
 
 
LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS 
C.C. No. 80.211.391 de Bogotá D.C. 
T.P.  No. 250.292 del C.S. de la J. 
 
 
Acepto: 
 
GIOMAR ANDREA SIERRA CRISTANCHO 
C.C. No. 1022390667 BOGOTÁ 
T.P.  No. 288886 del C. S. de la J.
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RV: 2020-133

erasmo garcia bravo <erasgarcia8@hotmail.com>
Lun 15/02/2021 12:26 PM
Para:  Juzgado 14 Administrativo - Valle Del Cauca - Cali <adm14cali@cendoj.ramajudicial.gov.co>

1 archivos adjuntos (8 MB)
2020-133.pdf;

Buenos días:
Estoy presentando contestación de la demanda con Número de radicación del proceso 2020-133, en
los términos de ley.
Quedo atento.
Cordialmente,
ERASMO GARCIA BRAVO
Apoderado Judicial

De: Fenix Servicios <fenixservicios2021@gmail.com> 
Enviado: lunes, 15 de febrero de 2021 10:33 a. m. 
Para: erasgarcia8@hotmail.com <erasgarcia8@hotmail.com> 
Asunto: 2020-133
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RV: 2020-133

erasmo garcia bravo <erasgarcia8@hotmail.com>
Lun 15/02/2021 12:26 PM
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1 archivos adjuntos (8 MB)
2020-133.pdf;

Buenos días:
Estoy presentando contestación de la demanda con Número de radicación del proceso 2020-133, en
los términos de ley.
Quedo atento.
Cordialmente,
ERASMO GARCIA BRAVO
Apoderado Judicial

De: Fenix Servicios <fenixservicios2021@gmail.com> 
Enviado: lunes, 15 de febrero de 2021 10:33 a. m. 
Para: erasgarcia8@hotmail.com <erasgarcia8@hotmail.com> 
Asunto: 2020-133
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RV: C22-5357 RV: RECURSO DE REPOSICIÓN EN CONTRA DEL AUTO QUE IMPRUEBA EL
ACUERDO CONCILIATORIO 76001333301420220000600

Jose David Colmenares Rodriguez <jcolmenaresr@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Mié 16/02/2022 8:02 AM
Para:  Juzgado 14 Administrativo - Valle Del Cauca - Cali <adm14cali@cendoj.ramajudicial.gov.co>
CC:  t_gsierra@fiduprevisora.com.co <t_gsierra@fiduprevisora.com.co>

Cordial saludo,
Anexo constancia de radicación de documento allegado de manera digital.
Por favor no responda a este correo, este email solamente es para dar respuesta a radicación
de correspondencia. Comuníquese con nosotros al
email of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co

Atentamente, 
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JOSE DAVID COLMENARES RODRIGUEZ
Asistente Administrativo
Oficina de Apoyo para los Juzgados Administrativos de Cali

De: Oficina 02 Apoyo Juzgados Administrativos - Seccional Cali <of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Enviado: miércoles, 16 de febrero de 2022 7:59 a. m.

Para: Jose David Colmenares Rodriguez <jcolmenaresr@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Asunto: C22-5357 RV: RECURSO DE REPOSICIÓN EN CONTRA DEL AUTO QUE IMPRUEBA EL ACUERDO
CONCILIATORIO 76001333301420220000600
 

DHORA STELLA RAMÍREZ 
ÁREA DE CORRESPONDENCIA Y ARCHIVO 
Oficina de Apoyo Juzgados Administrativos de Cali
Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial Cali-Valle del Cauca


De: Sierra Cristancho Giomar Andrea <t_gsierra@fiduprevisora.com.co>

Enviado: martes, 15 de febrero de 2022 17:01

Para: Oficina 02 Apoyo Juzgados Administrativos - Seccional Cali <of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Asunto: RECURSO DE REPOSICIÓN EN CONTRA DEL AUTO QUE IMPRUEBA EL ACUERDO CONCILIATORIO
76001333301420220000600
 
Buen dia, de manera atenta, me permito allegar escrito de recurso de reposicion. 

Proceso:  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
Demandante:  EDWIN BARRERA MUÑOZ 
Demandado:  NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL - FONDO

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 

Radicado:  76001333301420220000600 
ASUNTO  RECURSO DE REPOSICION Y EN TODO CASO APELACION

CONTRA AUTO QUE IMPRUEBA ACUERDO CONCILIATORIO 

Cordialmente, 
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GIOMAR ANDREA SIERRA CRISTANCHO
Abogada 

Zona 6 - P4

Celular 3045648176

Unidad Especial de Defensa Judicial FOMAG
Vicepresidencia Jurídica
Bogotá, Colombia

Por favor considere su responsabilidad ambiental antes de imprimir este correo electrónico

La información contenida en este correo y sus anexos es confidencial y/o privada. Solo puede ser
utilizada por la persona o empresa a la cual está dirigida. Si Usted no es el receptor autorizado,
cualquier retención, difusión, distribución o copia de este correo es prohibida y sancionada por la ley.
Si por error recibe este correo, por favor reenviarlo al remitente de Fiduprevisora S.A. y/o elimine el
mensaje original incluyendo sus archivos anexos. La respuesta a este correo con el envío de
información personal, propia o de terceros, implica su aceptación inequívoca al eventual uso o
tratamiento de datos personales que realice Fiduprevisora S.A conforme a las finalidades contenidas
en la política de protección de datos personales publicada en www.fiduprevisora.com.co, en la cual se
detallan entre otros aspectos, los derechos que le asisten como titular de información para realizar
consultas, peticiones o reclamos relacionados con el tratamiento de información por parte de
Fiduprevisora S.A. Así mismo, podrá solicitar información relativa a protección de datos personales en
los siguientes canales de atención: Dirección Calle 72 No. 10-03, Bogotá, Teléfono (1) 5945111 o al
correo electrónico: protecciondedatos@fiduprevisora.com.co. “Defensoría del Consumidor Financiero
– Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity de la
ciudad de Bogotá D.C. PBX 6108161 / 6108164, Fax: Ext. 500. Correo electrónico:
defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com, de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en jornada
continua”. Las funciones del Defensor del Consumidor son: dar trámite a las quejas contra las
entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero de los consumidores financieros ante la
institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor del
Consumidor en cualquiera agencia, sucursal, oficina de corresponsalía u oficina de atención al público
de la entidad. Asimismo, tiene la posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste formule
recomendaciones y propuestas en aquellos aspectos que puedan favorecer las buenas relaciones entre
la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la presentación de quejas ante el Defensor del Consumidor no
se exige ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los siguientes datos del
reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2. Identificación 3. Domicilio (dirección y ciudad) 4.
Descripción de los hechos y/o derechos que considere que le han sido vulnerados. De igual forma
puede hacer uso del App "Defensoría del Consumidor Financiero" disponible para su descarga desde
cualquier smartphone, por Play Store o por App Store. Fiduprevisora S.A. remite la información
contenida en este mensaje de datos por considerar que es de su interés.



 
 

 
                                                      

  

 

 

**RAD_S** 

Al contestar por favor cite: 

Radicado No.: *RAD_S* 

Fecha: *F_RAD_S* 

 

SEÑORES 

JUZGADO 14 ADMINISTRATIVO DE CALI 

CALI - VALLE DEL CAUCA 

of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co 

E.   S.   D. 

 

 

Proceso: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Demandante: EDWIN BARRERA MUÑOZ 

Demandado: NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL - FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 

Radicado: 76001333301420220000600 

ASUNTO RECURSO DE REPOSICION Y EN TODO CASO APELACION CONTRA 

AUTO QUE IMPRUEBA ACUERDO CONCILIATORIO 

 

 

 

GIOMAR ANDREA SIERRA CRISTANCHO abogada en ejercicio, mayor de edad, identificada 

con  Cédula de Ciudadanía No. 1.022.390.667 y portadora de la tarjeta profesional No. 

288.886 actuando en calidad de apoderada sustituta del MINISTERIO DE EDUCACIÓN 

NACIONAL, conforme consta en el memorial poder de sustitución suscrito (Únicamente para 

la presente actuación) por el doctor LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS, abogado titulado, 

mayor de edad, identificado con la Cédula de Ciudadanía No. 80.211.391 de Bogotá 

D.C.,  y portador de la Tarjeta Profesional No. 250.292 del C.S. de la J., en su la calidad de 

APODERADO GENERAL de la mencionada entidad, en los términos señalados por la Escritura 

Publica No. 522 de 28 de marzo de 2019, otorgada por la Notaría treinta y cuatro (34) del 

Círculo de Bogotá D.C y aclarada igualmente por escritura No. 1230 de fecha 11 de 

Septiembre de 2019; por medio del presente escrito, encontrándome dentro del término 

legal procedo a presentar RECURSO DE REPOSICION CONTRA EL AUTO QUE IMPRUEBA EL 

ACUERDO CONCILIATORIO dentro del presente asunto, conforme a las siguientes 

consideraciones:  

 

Se considera procedente el recurso de reposición y apelación teniendo en cuenta lo si-

guiente: 

 



 
 

 
                                                      

  

El artículo 73 de la Ley 446 de 1998, incorporado al Decreto 1818 de 1998, artículo 60 dis-

pone:  

“(…) la autoridad judicial improbará el acuerdo conciliatorio cuándo no se hayan 

presentado las pruebas necesarias para ello, sea violatorio de la ley o resulte lesivo 

para el patrimonio público”.  

En efecto, la aprobación del acuerdo conciliatorio, resulta procedente cuando: i) se hayan 

presentado las pruebas necesarias que sirvan de fundamento al acuerdo; ii) que el acuerdo 

no sea violatorio de la ley y; iii) que no resulte lesivo para el patrimonio público.  

Además de lo dicho, en un acuerdo conciliatorio deben tenerse en cuenta las normas que 

en el caso involucra y los criterios jurisprudenciales que se han aplicado a los casos en par-

ticular. Orientaciones que en tal sentido han dado las entidades públicas a sus funcionarios 

con el objeto de lograr que se cumplan los objetivos de las normas sobre descongestión de 

los despachos judiciales, sin perjudicar los intereses de las mismas.  

Frente al punto anterior se considera que fueron allegadas las pruebas que sirvieron de fun-

damentos para el acuerdo, se considera que no infringe la Ley, sino que por el contrario, se 

utiliza este mecanismo de solución de conflictos a fin de evitar un juicio y ser una carga más 

para la administración de Justicia, y además ambas partes están dispuestas a conciliar, por 

lo que debe de prevalecer el derecho sustancial más que los requisitos de fondo y forma, 

ya que estos últimos no afectan el resultado. 

Con relación a la improbación del acuerdo conciliatorio realizado por el Despacho se tiene 

lo siguiente: 

 

“Lo que no encuentra acreditado con certeza el Despacho, es el valor que reco-

noce la administración como mora a diciembre de 2019 por la suma de $ 29.243.494, 

y que se certifica por parte del Comité de Conciliación y Defensa Judicial de la en-

tidad sin soportes, pues como se establece en el expediente, la sanción moratoria 

por el no pago de las cesantías había sido cancelada respecto del año 2019 por 

valor la suma de $ 6.577.601, quedando pendiente el año 2020, situación que lejos 

de dar claridad, genera al Despacho incertidumbre sobre lo conciliado en instancia, 

si a bien se tiene que solo se estaría adeudando por parte de la entidad, la sanción 

moratoria del año 2020 que corresponde a 245 días, que multiplicados por la asig-

nación básica aplicable para determinar la sanción, señala una suma abiertamente 

inferior a la reconocida prejudicialmente.” 

 

Al respecto, me permito aclarar al Despacho que existió una incorrecta interpretación res-

pecto de los ítems que fueron especificados en la propuesta conciliatoria referida por el 

comité de conciliación en la certificación allegada para la audiencia de conciliación pre-

judicial, pues es menester dilucidar las presuntas inconsistencias consideradas por el despa-

cho. 

 



 
 

 
                                                      

  

En primer lugar, se debe tener en cuenta que en la certificación emitida por la secretaría 

técnica de Conciliación y Defensa Judicial del MEN, en donde fue propuesta formula con-

ciliatoria, se indicó con claridad cuáles fueron los extremos de la causación de la sanción 

mora y datos elementales que permiten brindar sin asomo de duda cuales fueron las fechas, 

valores y conceptos que se tuvieron en cuenta para el cálculo de la sanción y de la pro-

puesta que efectivamente fue conciliada, los cuales son; 

 

Fecha de solicitud de las cesantías: 23 de octubre de 2018 (verificado de la resolución de 

reconocimiento) 
Fecha de pago: 02 de septiembre de 2020 (verificado del certificado de pago de cesantías) 

Asignación básica aplicable: $ 2.666.595 (verificado de soporte de asignación Humano) 
Valor de la sanción mora hasta diciembre 2019: $ 29.243.494 

Valor pagado de sanción mora por vía administrativa: $6.577.601 (verificado de certificado 

de pago de sanción mora) 

Valor de la mora saldo pendiente: $ 22.665.893 
Propuesta de acuerdo conciliatorio: $ 22.665.893 (100%) 

 

Es menester aclarar que se está en presencia de una SANCIÓN MORA MIXTA, pues la cau-

sación de la mora fue acaecida en el año 2019 y pagada en el año 2020 y tal y como lo 

fue precisado en la certificación sobre la cual se ofertó propuesta conciliatoria que fue 

libremente aceptada por los convocantes, pues el Fondo Nacional de Prestaciones Socia-

les del Magisterio, sólo ha de financiar el pago de la sanción mora hasta el 31 de diciembre 

de 2019; véase el parágrafo transitorio del artículo 57 de la Ley 1955 de 25 de mayo de 2019 

por la cual se expidió el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2020.  

 

Es así pues, que, si bien el valor global o total de la sanción mora, es decir, hasta la fecha 

del pago de las cesantías (02 de septiembre de 2020), puede ascender, lo cierto es que mi 

representada únicamente asumió el pago desde el 6 de febrero de 2019 (causación de la 

mora) hasta el 31 diciembre de 2019 (fecha límite impuesta por la Ley 1955 de 2019) signifi-

cando pues que el valor de la mora inmediatamente antedicha correspondiente al valor 

de $ 29.243.494. 

 

Lo anterior, permite indicar que los $ 29.243.494 aludidos en el certificado del Comité Téc-

nico de Conciliación y el acta de Conciliación elevada por la Procuraduría 166 Administra-

tiva de Cali, no corresponde a ningún pago, como lo alude el despacho en el auto que 

imprueba el acuerdo conciliatorio, sino refiere al resultado de la operación aritmética que 

denota la proporción de la sanción mora que se encuentra a cargo del FOMAG.  

 

Por su parte, el valor pagado de la sanción moratoria por vía administrativa, corresponde a 

un PAGO PARCIAL de la sanción moratoria que hizo la administración, pues como bien de-

bió verificarlo el despacho en ejercicio del control de legalidad y como fue reiterado en 

párrafos anteriores, se determina que la causación de la mora fue el 6 de febrero de 2019 

y el extremo asumido por el FOMAG fue hasta el 31 de diciembre de 2019, por lo que indis-

cutiblemente resulta desatinado determinar que el valor de $6.577.601 corresponde al 



 
 

 
                                                      

  

pago de la sanción moratoria correspondiente al año 2019, siendo este monto ostensible-

mente inferior al real, pues como pudo verificarse, la proporción total que asume el FOMAG 

es el valor de los $ 29.243.494.  
 

Verificado entonces que el valor de la SANCION MORATORIA que aceptó el FOMAG com-

prendida desde el 6 de febrero de 2019 al 31 de diciembre de 2019 corresponde a 

$29.243.494 y que hubo un PAGO PARCIAL de $6.577.601, permite inferir sin asomo de dudas 

que al realizar la sustracción, arroja un valor total de la proporción aludida de $22.665.893.  

 

De este modo es claro que fue con base en este último concepto, $22.665.893, sobre el cual 

se presentó formula conciliatoria que fue abiertamente aceptada por el apoderado del 

convocante, el cual, como se ha indicado en reiteradas ocasiones, comprende el lapso 

entre la causación de la sanción mora (6 de febrero de 2019) al 31 de diciembre de 2019, 

límite impuesto por la Ley 1955 de 2019.  

De la misma manera ha de rememorarse que, con anterioridad a la vigencia de la Ley 1955 

de 2019, donde, en todos los casos, el FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO era el llamado a responder por el pago de la SANCION MORATORIA DE 

CESANTIAS PARCIALES O DEFINITIVAS DOCENTES, prevista en la Ley 1071 de 2006; y no 

prosperaba la excepción de  FALTA DE INTEGRACIÓN DE LITISCONSORCIO NECESARIO, 

cuando se solicitaba la vinculación del Ente Territorial; por cuanto, en concepto de la 

Judicatura, éste no actuaba independientemente en la emisión de la Resolución que 

concedía las cesantías; sino que, lo hacía  a nombre del FOMAG, o por Delegatura del 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN. 

En ese sentido, pese a que la moratoria la generara el ENTE TERRITORIAL, por incumplimiento 

en los plazos fijados para la emisión o recepción de los Actos Administrativos, siempre le era 

achacable la moratoria en el pago de las cesantías docentes, al FOMAG. 

Sin embargo, como se refirió con antelación, la expedición de la mentada Ley 1955 de 

2019, derogó el artículo 561 de la Ley 962 de 2005; y en su artículo 57, reguló lo relacionado 

con la eficiencia en la administración de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, prohibiendo que con cargo a los recursos de dicho Fondo se 

paguen las sanciones derivadas de la mora en el pago de las prestaciones, e imponiendo 

responsabilidad directa a la Secretaría de Educación del Ente Territorial por la mora en el 

pago de la cesantías. 

                                                           
1 ARTÍCULO 56. Las prestaciones sociales que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 

serán reconocidas por el citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de resolución por parte de quien 

administre el Fondo, el cual debe ser elaborado por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial certificada 

correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El acto administrativo de reconocimiento se hará 

mediante resolución que llevará la firma del Secretario de Educación de la entidad territorial. 
 



 
 

 
                                                      

  

Ahora bien, pese a que el Parágrafo del citado canon 572 de la Ley 1955 de 2019, pareciera 

dar a entender que el Ente Territorial debe cancelar la sanción mora, únicamente en los 

eventos en que la tardanza en los plazos de radicación o entrega de solicitudes, sean 

generados por éste; no es menos cierto que, dicho aparte normativo, hace parte integral 

del  mismo artículo 57, y, por ende, debe soportar una interpretación armónica, con la ya 

pluricitada parte final del canon 57, el cual claramente expresa que “NO podrá decretarse 

el pago de indemnizaciones económicas por vía judicial o administrativa con cargo a los 

recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio”.  

Con razón, para reforzar dicha interpretación, el Parágrafo Transitorio del artículo 57 de la 

Ley 1955 de 2019, señaló que “Para efectos de financiar el pago de las sanciones por mora 

a cargo Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio causadas a diciembre de 

2019, facúltese al Ministerio de Hacienda y Crédito Público para emitir Títulos de Tesorería 

que serán administrados por una o varias sociedades fiduciarias públicas”. 

Así las cosas, redunda en claridad la norma, al expresar que, el FOMAG asumirá el pago de 

sanción moratoria de cesantías, hasta el último día del último mes del año 2019; esto es, 

hasta el 31 de diciembre de 2019; empero, la moratoria generada a partir de dicha fecha, 

le será imputable exclusivamente al Ente Territorial respectivo.  

De otro lado es preciso tener en cuenta que al improbarse el acuerdo conciliatorio se ge-

nera: 

1) LESIVIDAD EN EL PATRIMONIO PÚBLICO AL FOMAG EN CASO DE SER PARTE PASIVA EN 

UN EVENTUAL MEDIO DE CONTROL DE N.Y.R.D.-CONDENA EN COSTAS Y AGENCIAS EN DERE-

CHO 

Si bien es cierto su señoría son respetables los argumentos que se exponen en la providencia 

que resuelve IMPROBAR el acuerdo por parte del Juez 14 Administrativo de Cali, también es 

cierto que la consecuencia inmediata es la interposición del respectivo medio de control 

de Nulidad y Restablecimiento del Derecho ante la Jurisdicción de lo Contencioso Adminis-

trativo en la ciudad Cali, donde se tendrá para contabilizar el término de la sanción mora-

toria desde la mera solicitud inicial, contabilizándose así los 70 días de que trata el CPACA 

en todas sus fases (expedición del acto administrativo, ejecutoria del mismo y pago por 

parte del Fondo a través del Administrador de sus recursos, es decir la Fiduciaria La Previsora 

S.A) 

                                                           
2 ARTÍCULO 57. La entidad territorial será responsable del pago de la sanción por mora en el pago de las cesantías 

en aquellos eventos en los que el pago extemporáneo se genere como consecuencia del incumplimiento de los 

plazos previstos para la radicación o entrega de la solicitud de pago de cesantías por parte de la Secretaría de 

Educación territorial al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. En estos eventos el Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio será responsable únicamente del pago de las cesantías. 



 
 

 
                                                      

  

Bajo esta premisa aplicada al caso concreto se tendrá sin duda una decisión de carácter 

condenatorio en contra del MINISTERIO DE EDUCACIÓN, FONDO NACIONAL DE PRESTACIO-

NES SOCIALES DEL MAGISTERIO que conllevará inequívocamente a la interposición de con-

dena en costas y agencias en derecho. 

En caso tal que la decisión sea apelada, ustedes confirmarían la decisión de primera ins-

tancia, y de acuerdo a decisiones revisadas en todas las salas de dicha célula judicial, siem-

pre aplican condenas en costas adicionales, muchas de estas correspondientes al 40 por 

ciento del total de las pretensiones. 

De acuerdo a la argumentación construida hasta aquí, se tiene que en caso que se inter-

ponga una demanda contra el FONDO, la misma será condenatoria con carga adicional 

de costas y agencias en derecho, sumada al valor que plasma en la propuesta conciliatoria 

que fue improbada, además de gastos de representación judicial por parte de los defen-

sores en los despachos judiciales. 

2) DISPONIBILIDAD PRESUPUESTAL PARA PAGAR SANCIONES POR MORA EN VIRTUD A LA 

EXPEDICIÓN DE LOS BONOS DE TESORERIA DE QUE TRATA EL ARTICULO 57 DEL PLAN NACIONAL 

DE DESARROLLO 

Es de amplio conocimiento por los intervinientes en procesos prejudiciales y judiciales en 

cuya parte activa o pasiva sea el FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MA-

GISTERIO, que la Ley 1955 de 2019, PLAN NACIONAL DE DESARROLLO “Pacto Por Colombia, 

Pacto por la Equidad, que el artículo 57 de la misma contempla un mecanismo de finan-

ciación para pagar las sanciones por mora que se causaron “a” diciembre de 2019, entién-

dase 31 de dicho mes y año, como en el caso que nos ocupa en la presente oportunidad. 

Dicha financiación consiste en la expedición de unos Bonos de Tesorería, o bonos TES.  

Como se indicaba en el medio argumentativo número uno del presente memorial, en la 

Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo es altamente probable que condenen al 

FOMAG a pagar la cifra que plasma el acta de conciliación logrado en sede prejudicial, 

adicional a las erogaciones correspondientes a costas y agencias en derecho, que, entre 

otras cosas, más adelante podrían ser con cargo a los recursos del FOMAG, y no de los 

bonos de tesorería del PND del 2019. 

Adicional a lo expresado, estos valores deben ser provisionados contablemente, por parte 

de la Dirección de Prestaciones Económicas de la Fiduciaria La Previsora S.A, así como del 

FOMAG. Es decir que dichos entes tienen que “reservar” estos valores de la PROBABLE con-

dena para tener flujo de caja a pagar dicha suma. 

Lo anterior, impide que los recursos del FOMAG sean cubiertos por la destinación natural 

que tienen, que son: 

- El pago de prestaciones económicas a los docentes, tales como cesantías, sus res-

pectivos intereses. 



 
 

 
                                                      

  

- El pago de pensiones a los docentes que cumplen con los requisitos para tal fin, así 

como sus beneficiarios en caso que estos acrediten tal condición. 

- El pago de aportes en salud a los docentes afiliados, en convenio con las UT o pro-

veedores en salud contratados para tal servicio. 

Las demás que se contemplen como destinación especial de tales dineros. 

3) EL PAGO LA INDEXACION EN CASO QUE SE CONDENE AL FOMAG EN SEDE JUDICIAL 

CAUSARÍA DETRIMENTO PATRIMONIAL. 

En el acuerdo logrado en la Procuraduría Judicial para Asuntos Administrativos de Cali, no 

contempla indexación, suma que eventualmente si deberá ser reconocida en sede judicial 

si se condenase al FOMAG, que como hemos visto es MUY PROBABLE ya que la mayoría de 

Juzgados Administrativos de la ciudad de Cali contabilizan el plazo que se tiene para pagar 

desde que se radica la solicitud inicial del reconocimiento y pago de la cesantía, y un lapso 

de 70 días como fecha límite. 

Inmediatamente un día después de esta fecha, la entidad incurrirá en mora, contabilizando 

los días hasta el anterior al pago en la cuenta bancaria, entendiendo que es cuando queda 

a disposición el dinero de las cesantías por parte de la fiduciaria.  

Es bien sabido que la Sentencia de Unificación del 18 de julio de 2018, proferida por el Ho-

norable CDE, deja clara la posición acerca de la indexación, arguyendo que la misma NO 

es procedente, ya que se estaría ante dos condenas por los mismos hechos, dos sanciones 

a cargo del empleador incumplido en el pago oportuno de su auxilio de cesantías. 

Sin embargo, la misma sentencia de Unificación le da entrada a la aplicación del artículo 

187 del CPACA, en la cual se actualizan los valores reconocidos en la sentencia aplicando 

una formula determinada para tal fin, y ello conllevaría a reconocer una suma en el proceso 

que en el acuerdo pre judicial NO se encuentra contemplada. 

Este planteamiento se pone de presente en el caso que accedan a aplicar dicho artículo, 

no todos lo hacen (el suscrito apoderado NO comparte esta visión o tesis jurídica), pero 

eventualmente es un riesgo de lesividad al patrimonio público que NO está previsto en el 

acuerdo conciliatorio aprobado en procuraduría. 

Por los anteriores argumentos señalados y las pruebas documentales allegadas con el pre-

sente, se solicita al despacho reponer su decisión y en su lugar APROBAR la conciliación 

celebrada en sede prejudicial ante la Procuraduría 166 Judicial II para Asuntos Administra-

tivos de Cali el día 11 de enero de 2022. 

ANEXOS 

 

 Certificado Pago sanción mora 

 Certificado de pago parcial de sanción mora por via administrativa. 

 Certificado de asignación salarial.  

 



 
 

 
                                                      

  

NOTIFICACIONES 

 

La entidad demandada recibe notificaciones en la Fiduciaria la Previsora S.A., ubicada en 

la Calle 72 No. 10-03 Bogotá, y al correo electrónico notjudicial@fiduprevisora.com.co y 

t_gsierra@fiduprevisora.com.co  

 

Del señor(a) Juez,  

Cordialmente, 

 

 

 

 

GIOMAR ANDREA SIERRA CRISTANCHO 

C.C. 1.022.390.667 de Bogotá 

T.P. 288.886 del C. S. de la J. 
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